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INTRODUCCIÓN 
 

El presente trabajo de suficiencia profesional busca analizar los aspectos 
procesales sobre la incorporación de la persona jurídica al proceso penal y las 
implicancias que ello conlleva, pero sobre todo se centra en estudiar cuáles 
vendrían a ser los presupuestos necesarios para su debida inclusión como sujeto 
pasivo imputado y si estos, conforme han sido establecidos por el legislador en 
el Código Procesal Penal, vienen siendo entendidos y aplicados de manera 
correcta a la luz de un debido proceso o si; por el contrario, son considerados 
una mera formalidad a la hora de postular su concurrencia para solicitar la 
incorporación de la persona jurídica al proceso penal.   

Y es que, si bien nuestro ordenamiento jurídico procesal ha dedicado un título 
completo a las personas jurídicas y a regular el trámite que se deberá seguir para 
solicitar su incorporación al proceso, también es de verse que, en la práctica, 
muchas veces, tanto la decisión del Ministerio Público como del órgano 
jurisdiccional de incorporar a la persona jurídica como sujeto pasivo imputado es 
casi inmediata, limitándose únicamente a verificar la concurrencia de los 
requisitos formales establecidos en nuestra normativa; hecho que evidentemente 
colisiona con la postura de las defensas técnicas, quienes se decantan por exigir 
un mayor análisis en los elementos que deberían cumplirse para incorporar a sus 
defendidas, postulando incluso como uno de los presupuestos necesarios a la 
denominada peligrosidad objetiva, la cual también será materia de análisis en el 
presente trabajo.  

Entonces, debe quedar claro que lo que se busca no es realizar un estudio 
acerca de la responsabilidad penal de la persona jurídica dentro de un proceso 
penal ni mucho menos ahondar en la discusión dogmática de si se trata de una 
responsabilidad penal o administrativa de la persona jurídica, tema que durante 
mucho tiempo ha sido materia de debate por varios estudiosos del derecho; por 
el contrario, a través del presente trabajo, nos centraremos en realizar un análisis 
puramente procesal de su incorporación al proceso penal el cual tiene como 
punto de partida la formulación de un requerimiento fiscal que, pese a 
encontrarse regulado de manera clara y sencilla en nuestro ordenamiento 
jurídico procesal, se advierte como hasta la fecha aún existen discrepancias 
entre los sujetos procesales al momento de debatir sobre los requisitos 
necesarios para solicitar la incorporación de la persona jurídica, confundiéndolos 
en algunas ocasiones con aquellos elementos que se requieren para la 
imposición de sanciones penales especiales.  

En ese sentido, el objeto de este trabajo gira en torno al expediente judicial N.º 
09-2020-16, el cual se generó en mérito al requerimiento fiscal de incorporación 
de las personas jurídicas Westfield Capital Limited y First Capital Inversiones y 
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Asesoría Limitada al proceso penal postulado por el Ministerio Público, en el 
marco de la investigación N° 01-2018 seguida contra Pedro Pablo Kuczynski 
Godard y otros, por la presunta comisión del delito de Colusión Agravada y otros 
en agravio del Estado.  

Serán materia de análisis, las decisiones emitidas por el Primer Juzgado de 
Investigación Preparatoria Nacional Permanente Especializado en Delitos de 
Corrupción de Funcionarios, así como por la Tercera Sala Penal de Apelaciones 
Nacional en el referido incidente, en las cuales se exponen los fundamentos con 
relación al pedido de incorporación de las personas jurídicas al proceso penal.   

Por un lado, el Primer Juzgado de Investigación Preparatoria desarrolla cuáles 
son los requisitos exigidos por el CPP para incorporar a una persona jurídica 
dentro de un proceso penal, pero además, atendiendo a la oposición de las 
defensas técnicas con relación a  la solicitud de incorporación del Ministerio 
Público, el Juez de primera instancia expone su postura de si para la 
incorporación de una persona jurídica al proceso penal (como sujeto pasivo 
imputado) debe analizarse como presupuesto lo relativo a la “peligrosidad 
objetiva” o si, por el contrario, ello es exigible para la imposición de las sanciones 
penales especiales.  

En igual sentido, la Tercera Sala Penal de Apelaciones Nacional se pronuncia 
respecto a los agravios postulados por la defensa técnica de la persona jurídica 
First Capital Inversiones y Asesorías Limitada en su recurso de apelación 
interpuesto, por lo que, su análisis se centra en determinar si la decisión de 
primera instancia que resolvió declarar fundado el requerimiento de 
incorporación de la persona jurídica referida ha sido emitida conforme a derecho 
o si, por el contrario, con la emisión de la misma se habría vulnerado los derechos 
y garantías que le asisten a la citada persona jurídica.  

En conclusión, a través del presente trabajo, se expondrá cada una de las 
posturas que han adoptado tanto el Ministerio Público como las defensas 
técnicas sobre la incorporación de las personas jurídicas al proceso penal, así 
como los pronunciamientos emitidos por los órganos jurisdiccionales de primera 
y segunda instancia en el Expediente Judicial N.º 09-2020-16 “Caso Proyecto 
Especial Olmos”, cuyo trámite y desarrollo constituye una clara muestra del 
problema que enfrenta la Fiscalía en las distintas investigaciones que tiene a su 
cargo, sobre todo en aquellas que involucran delitos complejos, en donde se 
advierte que aún sigue siendo objeto de discusión el incorporar a una persona 
jurídica dentro de un proceso penal, situación que se suma a los tantos 
obstáculos que de por sí ya enfrenta como institución pública. 
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RESUMEN 
 

El Ministerio Público como titular del ejercicio de la acción penal pública tiene 
dentro de sus funciones solicitar la incorporación de la persona jurídica al 
proceso penal, conforme se encuentra regulado en nuestro Código Procesal 
Penal; sin embargo, en la práctica, se advierte que aún existe ciertas 
discrepancias entre los sujetos procesales al momento de determinar cuáles 
vendrían a ser los presupuestos que deben concurrir para una debida inclusión 
de la persona jurídica como sujeto pasivo imputado. Esta situación ha provocado 
un desgaste de tiempo y recursos en la institución pública, pero además ha 
conllevado a que se emitan sendos pronunciamientos a nivel jurisdiccional que, 
en lugar de generar una posición uniforme al respecto, ha contribuido a que dicho 
antagonismo se mantenga hasta la actualidad en distintos procesos penales, 
especialmente en aquellos que involucran delitos de carácter complejo y de 
criminalidad organizada, siendo necesario realizar un análisis jurídico material 
de dicho acto postulatorio que tiene a cargo la Fiscalía, así como de las mínimas 
exigencias que deberían concurrir para que una persona jurídica sea incorporada 
debidamente al proceso penal.    

PALABRAS CLAVE 
 

Incorporación de la persona jurídica, peligrosidad objetiva, aplicación potencial 
de consecuencias accesorias, requerimiento fiscal, sujeto pasivo imputado, 
requisitos formales, personas jurídicas, Ministerio Público, defensas técnicas, 
proceso penal.  
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ABSTRACT 
 

As the authority responsible for exercising public criminal prosecution, the Public 
Prosecutor’s Office is empowered to request the inclusion of legal entities in 
criminal proceedings, as regulated by the Criminal Procedure Code. However, in 
practice, there remain significant disagreements among procedural parties 
regarding the requirements that must be met for the proper incorporation of a 
legal entity as an accused party. This situation has led to a considerable 
expenditure of time and institutional resources, and has also resulted in multiple 
judicial decisions which, rather than establishing a uniform interpretative 
standard, have contributed to the persistence of such divergences in criminal 
proceedings. This issue is particularly evident in cases involving complex crimes 
and organized criminal activity. Consequently, it is necessary to conduct a 
substantive legal analysis of the prosecutorial request for incorporation, as well 
as of the minimum requirements that must be satisfied in order for a legal entity 
to be duly included in criminal proceedings. 

KEY WORDS 
 

Incorporation of legal entities; objective dangerousness; potential application of 
ancillary consequences; prosecutorial request; accused party; formal 
requirements; legal entities; Public Prosecutor’s Office; legal defense strategies; 
criminal proceedings. 
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I. INFORMACIÓN DEL LUGAR DONDE SE DESARROLLÓ LA 
ACTIVIDAD  
 

1.1. El Ministerio Público 
 

El Ministerio Público es un organismo autónomo del Estado reconocido 
constitucionalmente por nuestra Carta Política, que tiene como misión 
velar por la salvaguarda de los intereses públicos y los derechos 
ciudadanos a través de su rol como persecutor del delito.  

Es así que, en su condición de titular de la acción penal pública, conduce 
desde un inicio la investigación fiscal, haciendo valer los derechos y 
garantías que la ley faculta a la sociedad, para luego representarla en los 
procesos judiciales.   

La finalidad de esta institución consiste en lograr el esclarecimiento de los 
hechos materia de investigación, objetivo que se alcanza mediante la 
indagación de los hechos constitutivos del delito a través de la recolección 
de los elementos probatorios de cargo y descargo, que finalmente 
determina y/o acredita la responsabilidad o inocencia del imputado.  

Ahora bien, a raíz del descubrimiento de los graves actos de corrupción 
realizados por la empresa brasileña Odebrecht y otras constructoras en 
diversas licitaciones de obras públicas realizadas en el territorio nacional, 
es que se crea un Equipo Especial de Fiscales1, con la finalidad de que 
se avoque de manera exclusiva al conocimiento de las investigaciones 
vinculadas con los delitos de corrupción de funcionarios y conexos en los 
que habría incurrido dicha empresa y otras constructoras en el Perú.  

Uno de los subequipos que conforma el Equipo Especial y en el cual se 
ha realizado el presente trabajo de suficiencia profesional es el Cuarto 
Despacho de la Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada en 
Delitos de Corrupción de Funcionarios, el cual tiene competencia para 
conocer aquellas investigaciones vinculadas a los delitos contra la 
administración pública (colusión, peculado, negociación incompatible, 
entre otros) siempre que sean graves, complejos y que tengan 

repercusión nacional, o cuyos efectos superen el ámbito de un distrito 

judicial o que se cometan por organizaciones delictivas2. 

Dentro de sus funciones principales está practicar todos aquellos actos de 
investigación que considere útiles y pertinentes para lograr el 
esclarecimiento de los hechos, así también puede solicitar al Juez de 
Investigación Preparatoria la imposición de medidas limitativas de 
derechos contra las personas naturales y jurídicas investigadas, de modo 
que, dichas actuaciones le permitan comprobar su imputación fiscal o en 

 
1 Resolución de la Fiscalía de la Nación N.º 5050-2016-MP-FN, de fecha 26 de diciembre de 2016. 
2 Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1833-2012-MP-FN, de fecha 18 de julio de 2012. 
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todo caso le sirvan para eximir o atenuar la responsabilidad penal del 
imputado.  

Así también, conforme se encuentra regulado en el Código Procesal 
Penal, el Ministerio Público tiene la facultad de solicitar la incorporación 
de las personas jurídicas al proceso penal una vez iniciada la 
investigación preparatoria y hasta antes de que esta concluya, para lo cual 
deberá dirigirse al Juez Penal debiendo proporcionar los datos de 
identificación de la persona jurídica, la relación de los hechos que se 
investiga y la fundamentación legal correspondiente, tema que será 
tratado más a fondo en el presente trabajo. 

1.2. Período empleado para el desarrollo de la actividad de suficiencia 
profesional 

 

Al respecto, cabe precisar que el requerimiento de incorporación de las 
personas jurídicas Westfield Capital Limited y First Capital Inversiones y 
Asesorías Limitada fue presentado el 18 de diciembre de 2020 
generándose así el Incidente Judicial N° 09-2020-16, de modo que dicho 
incidente ha seguido su curso conforme dictan las normas de nuestro 
Código Procesal Penal hasta la emisión de la Resolución N° 6 del 9 de 
noviembre de 2021 por parte de la Tercera Sala Penal de Apelaciones 
Nacional, a través de la cual se confirmó la decisión de declarar fundado 
el requerimiento de incorporación solicitado por el Ministerio Público, 
fecha en la cual mi persona se desempeñaba como Asistente en Función 
Fiscal en apoyo de la Fiscal Adjunta Yanina Mogrovejo Chumpitaz, quién 
fue asignada con dicho expediente fiscal. Por lo tanto, el periodo 
empleado ha sido de casi un año, tiempo estimado que ha durado la 
tramitación del requerimiento de incorporación procesal. 

1.3. Finalidad y objetivos del Ministerio Público 
 

Como organismo autónomo constitucional, el Ministerio Público tiene por 
finalidad promover de oficio o a pedido de parte la acción penal, 
asumiendo el ejercicio público de la acción y la conducción de la 
investigación del delito.   

1.4. Razón social y dirección postal 
 
Ministerio Público - Gerencia General - (01) 6255555 

1.5. Correo electrónico del profesional a cargo 
 

dcanchihuaman@mpfn.gob.pe  

 

mailto:dcanchihuaman@mpfn.gob.pe
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II. ALCANCES SOBRE LA PERSONA JURÍDICA DENTRO DE UN 
PROCESO PENAL 

 

2.1. Definición de persona jurídica en la legislación peruana 
 

La persona jurídica es aquella entidad o ente ficticio a la que la ley 
le ha otorgado la capacidad para ejercer derechos y contraer 
obligaciones. Pues, a diferencia de una persona natural, goza de 
una identidad propia y separada a la de los miembros que la 
integran, puede ser pública o privada y tener o no fines de lucro, 
entre ellas, tenemos a las corporaciones, empresas, asociaciones, 
sociedades, etc.  

El Código Civil se ha encargado de regular los aspectos relevantes 
relacionados a la persona jurídica de Derecho privado en sus 
artículos 76 al 79, señalando que su existencia, capacidad, 
régimen, derechos, obligaciones y fines se determinan por las 
disposiciones establecidas en ella o de las leyes respectivas.  

Ahora bien, en la legislación penal, la figura de la persona jurídica 
ha ido apareciendo paulatinamente a lo largo de todo nuestro 
cuerpo normativo, pues inicialmente se creía que el hecho delictivo 
solo podía ser cometido por una persona natural; sin embargo, 
dicha concepción fue cambiando con el tiempo debido a que se 
advirtieron hechos nuevos que implicaban la presencia y/o 
participación de la persona jurídica a través de sus representantes, 
de modo que dicho escenario propició a que se regule su inclusión, 
no solo a nivel de los delitos previstos en nuestro Código Penal, 
sino también en el marco del proceso penal formulándose su 
incorporación como sujeto pasivo imputado.  

Por otro lado, si bien la Constitución Política del Estado no ha 
desarrollado de manera expresa algún concepto acerca de la 
persona jurídica ni de los elementos que la integran y/o 
caracterizan como sí lo han hecho otros cuerpos normativos, se 
debe advertir que su regulación se encuentra implícitamente 
distribuida a lo largo de nuestra carta constitucional a través de los 
diferentes artículos dirigidos a las entidades públicas, de modo que, 
se le reconocen los mismos derechos y obligaciones que le atañen 
a las instituciones del Estado, así como también los derechos 
fundamentales que le asisten a toda persona para su defensa y 
protección (artículo 2). 

Finalmente, en la Casación N° 2821-2005, Lima, se puede advertir 
que la Corte Suprema ha brindado una definición de persona 
jurídica, en cuyo fundamento jurídico cuarto, señaló lo siguiente:  
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“Cuarto. Que las personas jurídicas son sujetos ideales, 

cuya personalidad nace de instituciones jurídicas que 

permiten su creación de acuerdo a determinadas reglas, sea 

que tengan fines económicos o puramente civiles. Las 

personas jurídicas tienen un nombre o denominación social, 

se integran generalmente por una pluralidad de individuos, y 

se rigen por reglas internas, de acuerdo a las cuales se 

forma su voluntad. Junto a las personas físicas existen 

dichas personas jurídicas, que son entidades a las que el 

Derecho atribuye y reconoce una personalidad jurídica 

propia y, en consecuencia, capacidad para actuar como 

sujetos de derecho, esto es, capacidad para adquirir y 

poseer bienes de toda clase, para contraer obligaciones 

y ejercitar acciones judiciales”. 

 

2.2. La persona jurídica como sujeto procesal en el CPP 
 

Tras la regulación de la incorporación de la persona jurídica como 
sujeto pasivo imputado dentro del proceso penal, se entiende que 
de manera implícita esta adquiere la condición de sujeto procesal -

conforme se encuentra reconocido en nuestro Código Procesal 

Penal (Sección IV Título III artículo 90 al 93)-, lo cual le permite 
ejercer la defensa de sus derechos y garantías que nuestra 
legislación reconoce a todos aquellos que intervienen dentro del 
proceso penal, como son el Ministerio Público o el propio imputado.  

Dicho título adquirido por la persona jurídica encuentra además su 
justificación en la imposición de las denominadas consecuencias 
accesorias previstas en los artículos 104 y 105 del Código Penal, 
ya que, al regularse la imposición de medidas gravosas en su 
contra, resulta lógico y razonable que la persona jurídica también 
goce de los mismos derechos que le asisten a los demás sujetos 
procesales, a efectos de que pueda ejercer su defensa conforme lo 
considere pertinente.   

Así pues, el abogado penalista Julio Espinoza Goyena3 refiere que 
la categoría de sujeto pasivo aplicable a la persona natural resulta 
también aplicable a la persona jurídica por tres razones. Primero, 
refiere que la persona jurídica en el proceso penal común será 
parte pasiva toda vez que contra ella recaerá al final una 
consecuencia jurídica (art. 104 y 105 del C.P.), conclusión a la que 
se arribó líneas arriba. La segunda razón por la cual la persona 
jurídica también es considerada sujeto pasivo del proceso y que se 

 
3 Julio César Espinoza Goyena, La persona jurídica en el nuevo proceso penal, en El nuevo proceso penal: 
estudios fundamentales, Instituto de Ciencia Procesal Penal, Palestra Editores, Lima, 2005, pp. 8-9. 
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deriva de la primera, hace referencia a que contra ella es posible 
imponer durante el proceso una medida cautelar, o para ser más 
exactos una medida preventiva de las señaladas en el Art. 313° del 
NCPP. Por último, el letrado sustenta su tercera razón en base a lo 
establecido en el artículo 105 del Código Penal que refiere “Si el 
hecho punible fuere cometido en ejercicio de la actividad de 

cualquier persona jurídica o utilizando su organización para…”, 
señalando que, si bien la persona jurídica no tendría capacidad de 
acción conforme a la teoría del delito, esta si es pasible de una 
imputación especifica, por lo que, resulta necesario revestirla de la 
misma cobertura y en los mismos términos que los que el sistema 
otorga cuando la imputación penal va dirigida contra una persona 
natural.      

2.3. Derechos y garantías de las personas jurídicas en el proceso penal 
 

Una vez que el órgano jurisdiccional, mediante decisión 
debidamente fundada y motivada, dispone la incorporación de la 
persona jurídica al proceso penal, es evidente que, desde ese 
momento, al ente colectivo le son plenamente atribuibles los 
mismos derechos y garantías que asisten a todo imputado, incluso, 
si es que ello implicase no remitir documentación o información que 
le sea solicitada por el propio Ministerio Público (derecho a la no 
autoincriminación).   

Y es que, conforme lo ha establecido el legislador en el artículo 93 
del Código Procesal Penal, una vez incorporada al proceso penal, 
la persona jurídica adquiere la condición de sujeto procesal y, en 
consecuencia, le resultan plenamente exigibles todos aquellos 
derechos y garantías que le son reconocidos al imputado por 
nuestra Constitución Política del Perú y la normativa procesal 
vigente, entre los que destacan de forma primordial, el derecho al 
debido proceso y el derecho de defensa. 

Asimismo, la persona jurídica tendrá derecho a la pluralidad de 
instancias, la presunción de inocencia, el derecho a la no 
autoincriminación, así como la facultad de ofrecer y actuar los 
medios probatorios que considere pertinentes y útiles para rebatir 
la imputación formulada en su contra.  

En tal sentido, los abogados litigantes José Antonio Caro y José 
Leandro Reaño4 han señalado de manera acertada que:  

 

 
4 José Antonio Caro John y José Leandro Reaño Peschiera, Responsabilidad penal de la empresa y criminal 

compliance: aspectos sustantivos y procesales, Forseti. Revista de Derecho, vol. 11, N° 15, Lima, 2022, pp. 
27. 
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“El artículo 93 del Código Procesal Penal establece 
precisamente que la persona jurídica puede hacer valer a su 

favor las mismas garantías que rigen para la persona física 

en el proceso penal, de manera que no es posible establecer 

excepción ni restricción alguna al disfrute de dicho derecho 

en la misma condición con que el ordenamiento procesal 

depara a todo imputado”. 

 

En igual sentido, el letrado Julio Espinoza Goyena5 refiere que 
existen dos posiciones respecto a los derechos de la persona 
jurídica, siendo una de ellas, incluso la asumida por el profesor 
Cesar San Martín Castro, la cual consistiría en lo siguiente:  

 

“La primera que nos dice que la persona jurídica debe asumir 

la condición de parte procesal y, por lo tanto, no es suficiente 

la sola audiencia, sino que son necesarios espacios de 

mayor participación en las diversas etapas del proceso, 

pudiendo inclusive intervenir en la fase intermedia y en el 

juicio oral y reconociéndosele el derecho de impugnación”. 

 

Tal como se advierte, la incorporación de la persona jurídica como 
imputada en el proceso penal implica el reconocimiento pleno de 
los derechos e intereses legítimos que, como parte pasiva, le 
corresponden, permitiéndosele incluso que pueda tener una 
participación efectiva y activa en las distintas etapas del proceso, a 
fin de asegurar el respeto de uno de los derechos fundamentales 
que le asisten; esto es, el irrestricto derecho de defensa.     

No obstante, así como se le reconoce dichos poderes equivalentes 
a las del imputado a efectos de que pueda ejercer su defensa ante 
las posibles medidas coercitivas que el órgano jurisdiccional 
considere necesarias, también estará sujeta a las obligaciones que 
ostenta como parte procesal que, de no cumplirlas, ameritará que 
se le imponga la sanción correspondiente.   

 

III. ASPECTOS PROCESALES SOBRE LA INCORPORACIÓN DE LA 
PERSONA JURÍDICA AL PROCESO PENAL  

 

 
5 Julio César Espinoza Goyena, La persona jurídica en el nuevo proceso penal, op. cit., pp. 10-11. 
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3.1. Emplazamiento e incorporación de la persona jurídica al proceso 
penal 

a. Titularidad del Ministerio Público 
 

Conforme se advierte del CPP, el legislador dedica toda la Sección 
IV a regular la participación y establecer las disposiciones que 
regirán sobre la actuación de cada uno de los sujetos procesales 
dentro del proceso penal, incluyendo en el título tercero a las 
personas jurídicas. 

Inicia con el articulo noventa, en el cual se establece lo siguiente: 

 

“Art. 90.- Incorporación al proceso 

Las personas jurídicas, siempre que sean pasibles de 

imponérseles las medidas previstas en los artículos 104 y 

105 del Código Penal, deberán ser emplazadas e 

incorporadas en el proceso, a instancia del Fiscal”. 

 

Dicha proposición resulta importante, toda vez que, con ella, se 
regula la incorporación formal de una persona jurídica al proceso 
penal, estableciendo además que, para imponer una consecuencia 
accesoria a una persona jurídica penalmente inimputable, esta 
debe ser antes emplazada e incorporada a requerimiento del 
Ministerio Público.  

Conforme se advierte, la titularidad del Ministerio Público está 
señalada de manera expresa en nuestra normativa, siendo este el 
único órgano legitimado para solicitar la incorporación de la 
persona jurídica al proceso penal. 

Así lo ha entendido el abogado Julio César Espinoza Goyena6 al 
señalar: “(…) esta disposición surge como consecuencia del 
principio acusatorio, en tanto, la persecución penal es potestad 

exclusiva del Ministerio Público por mandato del art. 159° de la 

Constitución Política y, el requerimiento para incorporar a un ente 

colectivo como parte pasiva, en los términos antes descritos, es en 

rigor un acto de persecución penal, por lo que tampoco cabe la 

intervención del actor civil.”  

Es así que, con la aprobación del Código Procesal Penal del 2004, 
el legislador establece la exigencia de una incorporación previa de 
la persona jurídica al proceso penal, siendo el Fiscal quién asuma 

 
6 Julio César Espinoza Goyena, La persona jurídica en el nuevo proceso penal, op. cit., p. 9. 
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dicha responsabilidad, al tener que formular su requerimiento ante 
el órgano jurisdiccional respectivo.  

Así también lo ha precisado la Corte Suprema en la Casación N° 
1247-2017, Lima de fecha 31 de julio del 2018, en el punto 8.5, al 
señalar lo siguiente: “Se debe tener en cuenta que la incorporación 
al proceso de las personas jurídicas es a solicitud del representante 

del Ministerio Público (y no una decisión unilateral del juzgador), tal 

como lo regulan el citado artículo noventa y el artículo noventa y 

uno del Código Procesal Penal.”  

 

b. Oportunidad y trámite 
 

Por otro lado, el artículo 91 del Código Procesal Penal señala la 
oportunidad y trámite que debe seguir el titular de la acción penal 
ante el juez de investigación preparatoria para requerir dicha 
incorporación, estableciendo que la solicitud solo deberá ser 
formulada una vez que la formalización de la investigación 
preparatoria haya sido comunicada al Juez, y hasta antes de que 
esta concluya. 

Es decir, no se trata de un acto unilateral o antojadizo por parte del 
Ministerio Público, todo lo contrario, al tratarse de un requerimiento 
que tiene como objetivo incorporar a la persona jurídica como 
sujeto pasivo del proceso, esta deberá constar en una solicitud 
debidamente motivada que deberá ser presentada ante el juez de 
garantías, el cual, mediante debate en audiencia, deberá decidir si 
corresponde o no su incorporación. 

Conforme señala el jurista Percy García Cavero7: “A diferencia del 
trámite establecido jurisprudencialmente para los casos sometidos 
a las reglas del Código de Procedimientos Penales, el pedido del 
Ministerio Público debe seguir el trámite establecido para la 
resolución de los medios de defensa técnica, por lo que debe 
convocarse a una audiencia para, luego de escuchar a las partes, 
decidir la solicitud de incorporación de la persona jurídica al 
proceso penal como parte pasiva”.  

 

c. Requisitos para su debida incorporación al proceso penal 
 

En ese sentido, el Código Procesal Penal ha señalado cuatro 
requisitos necesarios para solicitar la incorporación de la persona 
jurídica al proceso penal, como son, los datos de identificación, su 

 
7 GARCÍA CAVERO, Percy. Derecho penal de las personas jurídicas, Instituto Pacífico, Lima, 2023, p.272. 
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domicilio, la relación sucinta de los hechos en que se funda el 
petitorio y la fundamentación legal correspondiente.  

Así lo ha señalado la Corte Suprema en la Casación N° 134-2015-
UCAYALI8, en el fundamento vigésimo sexto:  

 

“(…) El artículo 90 indica que las personas jurídicas, siempre 

que sean pasibles de imponérseles las medidas previstas en 

los artículos 104 y 105 del Código Penal, deberán ser 

emplazadas e incorporadas en el proceso, a instancia del 

Fiscal. Para ello, de conformidad con el artículo 91, el 

requerimiento del Fiscal se producirá una vez que se 

comunica al juez la decisión de formalizar la investigación, 

hasta antes de darse por concluida la Investigación 

Preparatoria. Será necesario que se indique la 

identificación y el domicilio de la persona jurídica, la 

relación sucinta de los hechos en que se funda el 

petitorio y la fundamentación legal correspondiente”. 

 

 

Conforme se advierte, el primero de los requisitos que se señala en 
el artículo 91.1 del Código Procesal Penal, está referido a los datos 
de identificación de la persona jurídica, así como al señalamiento 
de su domicilio, pues dicha información servirá para individualizar 
al ente colectivo que se pretende incorporar, evitando que se 
generan incorporaciones genéricas o indeterminadas.   

El segundo de los requisitos consiste en señalar la relación sucinta 
de los hechos en que se funda el petitorio; esto es, se refiere a la 
relación fáctica y funcional que debe existir entre el delito y la 
actuación de la persona jurídica, asegurando con ello que la 
incorporación no sea automática ni refleja y descartando así 
incorporaciones basadas únicamente en la imputación a personas 
naturales.  

Así, en el Acuerdo Plenario N° 07-2009/CJ-116, la Corte Suprema 
haciendo referencia a dicho requisito, señala que la solicitud, 
además debe señalar, de modo circunstanciado, los hechos que 
relacionan a la persona jurídica con el delito materia de 
investigación, señalando que se debe referir la cadena de 
atribución que la conecta con acciones de facilitación, 
favorecimiento o encubrimiento del hecho punible. Y, señala que, 
en base a todo ello, se realizará la fundamentación jurídica que 

 
8 Sala Penal Permanente. Sentencia recaída en la Casación N° 134-2015-UCAYALI, de fecha 16 de agosto 
de 2016. 
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justifique incluir al ente colectivo en el proceso penal (tercer 
requisito).  

De este modo, como veremos más adelante, este presupuesto será 
objeto de debate debido a que, la aplicación que se le ha dado 
durante todo este tiempo ha sido tal manera que no ha cumplido 
con garantizar una verdadera imputación contra la persona jurídica, 
sino que muchas veces se traduce en un simple traslado de la 
conducta atribuida a la persona natural hacia la persona jurídica. 

  

d. Debate en audiencia y designación de un apoderado judicial 
 

Más adelante, en el numeral 2 del artículo 91 del CPP, el legislador 
señala que el trámite que deberá seguir el juez penal para resolver 
la solicitud de incorporación de la persona jurídica al proceso penal 
será aquel estipulado en el artículo 8 del mismo cuerpo normativo, 
y que además contará con una activa intervención de la persona 
jurídica emplazada. 

En consecuencia, el trámite del requerimiento de incorporación de 
persona jurídica deberá estar regido por el tratamiento y/o 
lineamientos que se les da a los medios técnicos de defensa que 
son deducidos en la etapa de investigación preparatoria, como son, 
la cuestión previa, prejudicial y las excepciones.  

Por lo que, una vez formulada la solicitud de incorporación de 
persona jurídica por el Fiscal, esta deberá ser comunicada al juez 
de investigación preparatoria, el mismo que deberá citar a 
audiencia para discutir si corresponde o no que sea incluido como 
sujeto pasivo del proceso penal.  

Al respecto, el profesor Reyna Alfaro9 ha señalado lo siguiente: “La 
exigencia de solicitud fiscal, debidamente fundamentada y 
sustentada probatoriamente de resultar pertinente se resuelve 
previa audiencia oral con participación de los sujetos 
procesales apersonados”.  

La realización de una audiencia para debatir la incorporación de la 
persona jurídica al proceso penal resulta fundamental, toda vez que 
con ello se garantiza el principio de contradicción e igualdad de 
armas, permitiendo que se efectúe una imputación mínima y 
necesaria respecto de la persona jurídica donde se advierta la 
presunta vinculación con el delito materia de investigación.  

 
9 Reyna Alfaro, Luis. “Oportunidad y trámite”. Código Procesal Comentado, Gaceta Jurídica, Lima, 2021, p. 
525. 
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Asimismo, el legislador estableció en el numeral 1 del artículo 92 
del Código Procesal Penal, que: “Una vez que la persona jurídica 
es incorporada al proceso penal, se requerirá a su órgano social 
que designe un apoderado judicial, no pudiendo designarse como 
tal a la persona natural que se encuentre imputada por los mismos 
hechos”. 

Al respecto, el profesor Cesar San Martín10 señaló que la persona 
jurídica está en libertad de designar como representante en juicio a 
la persona física que así lo considere, para lo cual ha de guiarse 
por criterios de confianza en la persona elegida y de conveniencia. 

  

3.2. Consecuencias jurídicas producto de la incorporación de la persona 

jurídica al proceso penal como sujeto pasivo imputado 

 

Una vez que la persona jurídica es incorporada al proceso penal 
conforme dictan las reglas del procedimiento establecidas en 
nuestra legislación nacional (Art. 91 y 92 del CPP), esta es 
susceptible de que se le impongan determinadas medidas de 
coerción, tales como, el levantamiento del secreto bancario o las 
también denominadas consecuencias accesorias previstas en el 
artículo 105 del Código Penal, siempre que el hecho fuere cometido 
en ejercicio de su actividad o se haya utilizado su organización para 
favorecerlo o encubrirlo.  
 
De igual forma, es sabido que, con la incorporación de la persona 
jurídica al proceso penal, se abre la posibilidad de que esta pueda 
ser requerida por el representante del Ministerio Público a efectos 
de que brinde y/o entregue información que resulte útil y relevante 
para los fines de la investigación penal, y que servirá para un mejor 
esclarecimiento de los hechos. 
 
Por tanto, se procede a explicar cada una de las posibilidades que 
surgen a raíz de la incorporación de la persona jurídica al proceso 
penal, tales como: 
 

a. Solicitudes como parte de los actos de investigación de la Fiscalía 

 

El Ministerio Público tiene como una de sus atribuciones 
reconocidas en el artículo 6 de su Ley Orgánica (Decreto 
Legislativo N° 052) y en el artículo 337.3.b del Código Procesal 

 
10 César San Martín Castro, Derecho procesal penal. Lecciones, Instituto Peruano de Criminología y 
Ciencias Penales (INPECCP), Lima, 2015, p. 247. 
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Penal, la facultad de solicitar información a un particular, 
funcionario público o cualquier otra entidad pública o privada como 
parte de las diligencias que disponga durante la investigación 
preparatoria. 

Dicha prerrogativa establecida en la ley permite que el Fiscal pueda 
exigir a la persona jurídica que entregue información relevante para 
la investigación; sin embargo, existirán ciertos supuestos en los que 
esta se vea impedida de cumplir con dicha exigencia, 
especialmente en aquellas solicitudes que estén dirigidas a 
conocer sobre su organización y aspecto económico. 

Así pues, si bien la Fiscalía requerirá documentación que resulte 
útil y pertinente para el esclarecimiento de los hechos, la persona 
jurídica podrá abstenerse de entregar aquella información que sea 
de carácter confidencial y que pueda implicar una eventual 
imputación en su contra, toda vez que esta goza de los mismos 
derechos y garantías que le son atribuibles al imputado (art. 93 del 
CP) y, por tanto, se le reconoce el derecho a guardar silencio como 
manifestación del derecho a la no autoincriminación.  

 

b. La imposición de las medidas preventivas o cautelares contra las 

personas jurídicas (Art. 313 del Código Procesal Penal) 

 
Las medidas preventivas contra la persona jurídica se encuentran 
previstas en el artículo 313 del Código Procesal Penal y se aplican 
siempre que exista suficiencia convencional de la comisión de un 
delito y de la vinculación de la persona jurídica con el mismo, así 
también la normativa exige que para la imposición de cualquiera de 
dichas medidas deberá existir la necesidad de poner fin a los 
efectos lesivos del delito y al peligro concreto que representa la 
persona jurídica. 
 
Es así que, dentro de las medidas preventivas que buscan proteger 
el proceso y que son impuestas en contra de la persona jurídica por 
el Juez Penal al advertir que esta representaría un peligro concreto 
para la averiguación de la verdad, encontramos a la clausura 
temporal, parcial o total, de sus locales o establecimientos, entre 
otros más. 
 

c. Las consecuencias accesorias en la legislación penal peruana (Art. 105 

del Código Penal) 
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Se trata de sanciones de carácter penal aplicables a la persona 
jurídica, las cuales se encuentran reguladas en el artículo 105 del 
Código Penal, tal como se detalla a continuación:   
 

“Artículo 105.- Medidas aplicables a las personas jurídicas 

 

Si el hecho punible fuere cometido en ejercicio de la actividad de 

cualquier persona jurídica o utilizando su organización para 

favorecerlo o encubrirlo, el Juez deberá aplicar todas o algunas 

de las medidas siguientes: 

 

1. Clausura de sus locales o establecimientos, con carácter 

temporal o definitivo. La clausura temporal no excederá de cinco 

años. 

2. Disolución y liquidación de la sociedad, asociación, fundación, 

cooperativa o comité. 

3. Suspensión de las actividades de la sociedad, asociación, 

fundación, cooperativa o comité por un plazo no mayor de dos 

años. 

4. Prohibición a la sociedad, fundación, asociación, cooperativa o 

comité de realizar en el futuro actividades, de la clase de aquellas 

en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el 

delito. 

La prohibición podrá tener carácter temporal o definitivo. La 

prohibición temporal no será mayor de cinco años. 

5. Multa no menor de cinco ni mayor de quinientas unidades 

impositivas tributarias. 

(…)” 
 
Tal como se advierte, estas medidas se aplican de manera conjunta 
o separada contra la persona jurídica, ya sea que el hecho punible 
haya sido cometido en ejercicio de su actividad o haciendo uso de 
su organización para favorecerlo o encubrirlo. 
 
Al respecto, la Corte Suprema ha señalado en el fundamento 
décimo primero del Acuerdo Plenario N° 07-2009/CJ-116, que las 
consecuencias accesorias deben ser calificadas como sanciones 
penales especiales por dos motivos. Expresamente sostiene:   
 

11° “Si bien subsiste un delineado debate en la doctrina 
nacional sobre el concepto y la naturaleza que corresponde 

asignar a esta modalidad de consecuencias accesorias, su 

estructura, operatividad, presupuestos y efectos permiten 

calificar a las mismas como sanciones penales especiales 

(…). En primer lugar, porque la legitimidad de su aplicación 
demanda que las personas jurídicas sean declaradas 

judicialmente como involucradas -desde su actividad, 

administración u organización- con la ejecución, 
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favorecimiento u ocultamiento de un hecho punible, sobre 

todo por activos y criminógenos defectos de organización o 

de deficiente administración de riesgos. Y, en segundo lugar, 

porque su imposición produce consecuencias negativas que 

se expresan en la privación o restricción de derechos y 

facultades de la persona jurídica al extremo que puedan 

producir su disolución. (…)” 
 
 
Entonces, se trata de un conjunto de sanciones penales especiales 
que pueden recaer sobre la persona jurídica, siempre que esta 
haya sido incorporada al proceso de manera previa por el órgano 
jurisdiccional y, asimismo, resulte vinculada o beneficiada con la 
comisión o encubrimiento de un delito. 
 
No obstante, aun cuando no se señale de manera expresa en 
nuestro ordenamiento jurídico las reglas que determinen su 
aplicación judicial, se entiende que la imposición de las 
consecuencias accesorias debe estar guiada bajo el Principio de 

Proporcionalidad -al igual que las otras medidas de naturaleza 
sancionadora-, debiendo el juzgador analizar en cada caso 
concreto la necesidad de aplicar una u otra sanción, o decidir en 
todo caso prescindir de las mismas cuando la intervención del ente 
colectivo no sea de gran relevancia.  
 

3.3. Jurisprudencia nacional  

 

a. Acuerdo Plenario N° 07-2009/CJ-116 
 

A través de esta jurisprudencia, la Corte Suprema plantea como 
principal asunto a tratar lo referido a las denominadas 
consecuencias accesorias previstas en el artículo 105 del Código 
Penal, pero además hace alusión a las normas que regulan la 
concreta participación de la persona jurídica dentro del proceso 
penal.   
 
Es así que, para efectos del presente trabajo, nos centraremos en 
analizar cuál es la verdadera naturaleza de las denominadas 
consecuencias accesorias y, asimismo, cuál es el rol que 
desempeñan las personas jurídicas dentro del proceso penal; ello, 
con el fin de poder sentar las bases necesarias para vislumbrar la 
problemática que se plantea en torno a la figura de la incorporación 
de la persona jurídica como sujeto pasivo imputado dentro del 
proceso penal.   
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Así, se advierte de los fundamentos jurídicos 11 y 12 del acuerdo 
plenario, que las consecuencias accesorias deben ser calificadas 
como sanciones penales especiales, siendo que, uno de los 
requisitos esenciales que se exige para su aplicación es la 
necesaria identificación y sanción de la persona natural a la cual se 
encuentra vinculada, tal como se advierte a continuación:  
 

“11°. Si bien subsiste un delineado debate en la doctrina 

nacional sobre el concepto y la naturaleza que corresponde 

asignar a esta modalidad de las consecuencias accesorias, 

su estructura, operatividad, presupuestos y efectos permiten 

calificar a las mismas como sanciones penales especiales 

(…)” 
 

“12°. Es pertinente distinguir que este tipo de sanciones 

penales no son penas accesorias como la de inhabilitación 

que define el artículo 39° CP. No son, pues, un complemento 

dependiente o accesorio a una pena principal que se 

imponga al autor del delito. Su calidad accesoria, vicaria o 

paralela deriva, más bien, de un requisito o condición 

esencial que implícitamente exige la ley para su aplicación 

judicial, cual es la necesaria identificación y sanción penal 

de una persona natural como autora del hecho punible en el 

que también resulta conectada, por distintos y alternativos 

niveles de imputación, un ente colectivo (…)”  
 
Más adelante, en el fundamento jurídico décimo quinto, la Corte 
Suprema hace alusión a las características y funciones que tiene 
cada una de las consecuencias accesorias previstas en el artículo 
105 del Código Penal, refiriéndose en su literal “B” acerca de la 
disolución de la persona jurídica como la sanción más grave de 
todas ellas y precisando además que, para imponer dicha medida, 
deberá concurrir la denominada peligrosidad objetiva: 
 
 

“15°. Las consecuencias jurídicas previstas en el citado 
artículo 105° CP, tienen las siguientes características y 

funciones: 

(…) 
B. (…). Pero, también, cabe disponer la disolución de la 

persona jurídica, en supuestos donde se identifique una alta 

probabilidad de que aquella vuelva a involucrarse en delitos 

o peligrosidad objetiva de la persona moral”.  
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Por otro lado, en el fundamento vigésimo primero, la Corte 
Suprema desarrolla cada uno de los aspectos que contienen las 
normas procesales relativas a las personas jurídicas, 
específicamente, las que se encuentran comprendidas en los 
artículos 90 al 93 del Código Procesal Penal. 
 
Es así que, haciendo referencia al artículo 90 del CPP, señala que 
uno de los presupuestos esenciales que se exige para el 
emplazamiento e incorporación de la persona jurídica al proceso 
penal estaría referido a la aplicación futura de cualquiera de las 
consecuencias accesorias en su contra.  
 
De modo que, bajo el razonamiento de la Corte Suprema, el 
legislador habría establecido una especie de condición implícita en 
dicho enunciado, ya que para emplazar e incorporar a una persona 
jurídica al proceso, esta deberá ser pasible de que se le imponga 
cualquiera de las medidas previstas en los artículos 104 y 105 del 
CP, conforme se advierte a continuación:  
 
 

“A. El artículo 90° NCPP identifica a las personas jurídicas 
que pueden ser partes procesales y objeto de 

emplazamiento por la autoridad judicial. En él se fijan los 

presupuestos necesarios para el emplazamiento y la 

incorporación formal de una persona jurídica en un proceso 

penal. Al respecto, el presupuesto esencial que exige 

dicha norma se refiere a la aplicación potencial sobre el 

ente colectivo de alguna de las consecuencias 

accesorias que contemplan los artículos 104 y 105 CP 

(…)”. 
 

No obstante, aun cuando dicha jurisprudencia tuvo como finalidad 
abordar los aspectos procedimentales de la persona jurídica dentro 
del proceso penal, se podrá advertir cómo este pronunciamiento ha 
generado discrepancias entre los sujetos procesales, respecto de 
si, para la incorporación de la persona jurídica como sujeto pasivo 
imputado, resulta necesario analizar previamente el elemento de la 
peligrosidad objetiva que esta representa. 
 
b. Acuerdo Plenario N° 02-2021-CSN 

 
Este pronunciamiento será de suma importancia, toda vez que, en 
él, la Corte Suprema aborda la problemática surgida en torno a si 
la peligrosidad objetiva se constituye en un presupuesto que debe 
ser analizado en el pronunciamiento que resuelve la incorporación 
de una persona jurídica al proceso penal o si, por el contrario, su 
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análisis corresponde a la oportunidad de la eventual imposición de 
una sanción penal especial. 
 
Y es que, a raíz de la emisión del Acuerdo Plenario N° 7-2009/CJ-
116, se generó una serie de posiciones contrarias entre los sujetos 
procesales, especialmente entre los órganos jurisdiccionales de 
primera y segunda instancia de diversas Cortes, quienes, en 
algunos casos, se decantaron por señalar que la peligrosidad 
objetiva sí constituye un presupuesto de la incorporación de la 
persona jurídica y en otros, afirmaron lo contrario.  
 
De modo que, en esta segunda jurisprudencia, la Corte Suprema 
intenta despejar cualquier duda respecto al tema, afirmando de 
manera expresa que la peligrosidad objetiva sí es un presupuesto 
que debe ser considerado, pero a la hora de solicitar una medida 
preventiva en su contra o con la imposición de alguna de las 
consecuencias jurídico penales previstos en el artículo 105 del 
Código Penal:  
 
 

“25° En consecuencia, queda claro que normativamente 

para la aplicación de una consecuencia jurídico penal a una 

persona jurídica se debe tener en cuenta su peligrosidad 

objetiva (artículo 105-A del CP); asimismo, para imponerle 

las medidas preventivas contempladas en el numeral 1 del 

Artículo 313 del CPP se requiere contar con suficientes 

elementos probatorios de la comisión de un delito de los que 

se desprenda su instrumentalización para ese propósito, 

necesidad de poner término a la permanencia o 

prolongación de los efectos del delito y peligro de que la 

persona jurídica obstaculizará la averiguación de la verdad 

(artículo 313.2 del CPP).” 
 

 

Pues, refiere que, conforme al principio de progresividad, la 
denominada peligrosidad objetiva no es un elemento que deba ser 
analizado al inicio de la investigación penal, sino que, conforme 
avanza el proceso y se advierta un mayor grado de convicción en 
los elementos (análisis del riesgo futuro), es que se requiere recién 
evaluar dicho presupuesto, es decir, cuando ésta ya se encuentre 
previamente incorporada al proceso penal. 
 
Asimismo, la Corte Suprema basa su postura en el principio de 
legalidad, pues afirma que la ley es clara al señalar de manera 
taxativa en el artículo 91 del CPP cuales son los requisitos formales 
para la incorporación de las personas jurídicas al proceso penal, no 
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siendo posible que se intente exigir la concurrencia de algún otro 
elemento que no se encuentre previsto en la ley.  
 

3.4. Incorporación de la persona jurídica al proceso penal en la 

investigación por los delitos de corrupción de funcionarios 

 

La figura de la incorporación de la persona jurídica en el proceso 
penal cobra especial relevancia cuando el delito en cuestión está 
referido a aquellos que involucran a la Administración Pública como 
son los delitos de corrupción de funcionarios. 
 
Y es que, en los últimos años, hemos sido testigos de cómo la gran 
corrupción ha venido afectando gravemente a nuestro país, 
destapándose diversos casos en los que se ven involucrados, tanto 
los funcionarios públicos como las empresas extranjeras que 
resultan beneficiadas con los pactos ilícitos que suscriben entre sí, 
como el caso Lava Jato, Odebrecht, Club de la Construcción, entre 
otros.  
 
Es así que, conforme se fue llevando a cabo las investigaciones por 
la comisión de delitos de corrupción de funcionarios, surge esta 
necesidad casi obligatoria de incorporar a la persona jurídica dentro 
del proceso penal, pero ya no solamente a efectos de responder 
por el pago de la reparación civil (tercero civil), sino también con el 
propósito de que sea incorporada como parte investigada o “sujeto 
pasivo imputado”, pues es justamente en esta clase de delitos 
donde la persona jurídica tiene una intervención manifiesta.   
 
Sin embargo, pese a que el legislador se encargó de regular los 
presupuestos legales en los artículos 90 a 93 del Código Procesal 
Penal, ello no resulta suficiente a efectos de incorporar a una 
persona jurídica dentro del proceso penal en calidad de sujeto 
pasivo imputado y menos aún en los delitos de corrupción de 
funcionarios, que es donde más se dan este tipo de escenarios.  
 
Pues, si bien ya resulta cuestionable la regulación que se le ha 
dado a las personas jurídicas a nivel procesal al solo exigirse la 
concurrencia de determinados requisitos formales, lo cual no 
demanda un mayor análisis por parte de la Fiscalía al momento de 
formular su requerimiento, al estar frente a delitos especiales que 
involucran el patrimonio del Estado, ello exige de alguna forma que 
se haga necesario contar con un sistema de imputación o, en otras 
palabras, que se garantice la formulación de una imputación 
necesaria contra las personas jurídicas en esta clase de delitos. 
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Y es justamente ahí donde radica la problemática que advierten 
muchos estudiosos del derecho, quienes resaltan la importancia de 
que nuestro sistema jurídico incluya como uno de los presupuestos 
de la incorporación de la persona jurídica, lo referido al título de 
imputación, sobre todo cuando se trata de delitos contra la 
administración pública y si vamos aún más lejos, que también 
busque ser coherente con la teoría de los delitos de infracción del 
deber.   
 
Así lo han puntualizado los profesores Juan Elías Carrión Diaz y 
André Sota Sánchez11, quienes se han pronunciado respecto a la 
situación particular que afronta la persona jurídica cuando es 
incorporada a una investigación por el delito de corrupción de 
funcionarios, señalando que deberá exigirse la materialización de 
una imputación necesaria en su contra, debiendo la Fiscalía no solo 
limitarse a repetir los mismos hechos que relata en su disposición 
de formalización de la investigación preparatoria para la persona 
natural, sino que deberá construir hechos específicos para la 
persona jurídica requerida. 
 

3.5. La peligrosidad objetiva de la persona jurídica  

 

En la doctrina nacional, la peligrosidad objetiva ha sido definida por 
la profesora Laura Zúñiga Rodríguez, quien sostuvo que lo 
importante en el análisis de la responsabilidad de las personas 
jurídicas no es la acción penalmente relevante, sino la dañosidad 
social evitable, el resultado que viene a ser la plasmación del riesgo 
desaprobado por el ordenamiento (suceso evitable que lesiona o 
pone en peligro bienes jurídicos)12.     
 
En tal sentido, señala que el núcleo del injusto en el caso de la 
responsabilidad propia de la persona jurídica está basado en la 
organización, en “el estado de las cosas” o en la también 
denominada peligrosidad objetiva de la cosa de las personas 

jurídicas, término propugnado por el jurista italiano Franco Bricola. 
 
De modo que, en palabras de Zúñiga Rodríguez13, de lo que se 
trata es de concebir un delito corporativo, o un injusto de 

 
11 Juan Elías Carrión Díaz y André Sota Sánchez, La incorporación de personas jurídicas al proceso penal 

por la comisión de delitos de corrupción de funcionarios, en Cuaderno para la Defensa Jurídica del Estado: 
Determinación conceptual, sistema de responsabilidad y reparación del daño ambiental, s. f., p. 106. 
12 ZUÑIGA RODRIGUEZ, Laura. Bases para un modelo de imputación de responsabilidad penal a las 
personas jurídicas. Editorial Aranzadi, España, 2009, p. 228. 
13 ZUÑIGA RODRIGUEZ, Laura. Fundamentos de la responsabilidad penal de las personas jurídicas. 
Instituto Pacífico, Lima, 2020, p. 400. 
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organización al que se le pueda imputar el resultado típico, pues 
resulta evidente que la responsabilidad atribuida a una persona 
jurídica difiere totalmente de aquella que se le atribuye a una 
persona natural, toda vez que en este último caso, el reproche es 
de carácter individual y se basa en la actuación consciente del 
sujeto que es contraria a derecho (antijurídica) tipificada en el CP, 
mientras que, en el caso de las personas jurídicas, el reproche se 
sustenta en la responsabilidad de la organización o, dicho en otras 
palabras, en aquella peligrosidad que representa su organización y 
que la hace responsable de todos los resultados típicos derivados 
de la actividad misma.  
 
Por otro lado, el jurista español Gracia Martín14 se pronunció 
señalando que la persona jurídica puede ser peligrosa y la 
prevención requiere de medidas en su contra que se fundamentan 
en la noción de “peligrosidad objetiva o de la cosa”, en este caso 
del ente colectivo, expresada a través de las acciones antijurídicas 
(injusto penal) de las personas físicas que actúan a favor o por 
cuenta de la persona física. Si esta se presta a ser utilizada para la 
realización de actividades delictivas, allí radica la peligrosidad 
objetiva de la agrupación.  
 
Tal como se advierte, la denominada “peligrosidad objetiva” ha sido 
entendida tanto desde una mirada dogmática a nivel de la 
responsabilidad propia de la persona jurídica y que justifica que sea 
ella quién se haga cargo del resultado típico, así como desde un 
punto de vista sancionatorio, cuya existencia más bien encuentra 
su fundamento en la imposición de medidas en contra de la persona 
jurídica.   
 
Y es que, son diversos los autores de nuestro sistema jurídico 
nacional quienes han desarrollado su conceptualización en base a 
las medidas previstas en el artículo 105 del Código Penal, 
sosteniendo que, la imposición de las mismas sobre las personas 
jurídicas está justamente dirigida a impedir o eliminar la 
peligrosidad de su estructura organizativa, pues es ahí donde 
radica su fundamento, en aquella situación de peligrosidad objetiva 
que es manifiesta y que autoriza a la administración de justicia a 
tomar medidas de prevención sobre los bienes o actividades 
peligrosas que realizan con el fin de evitar la comisión futura de 
nuevos delitos. 
 
Al respecto, el profesor Percy García Cavero haciendo un 
desarrollo de los presupuestos de aplicación de las consecuencias 

 
14 GRACIA MARTIN, Luis. Las consecuencias jurídicas del delito en el nuevo CP español. Valencia, 1996, p. 
457. 
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accesorias previstas en el artículo 105 del CP, sostuvo lo siguiente: 
“El segundo presupuesto para la aplicación de una consecuencia 
accesoria requiere que el juez haga, a partir de la forma como está 
estructurada la persona jurídica inimputable, un juicio de prognosis 
sobre la probabilidad de que se cometan futuros hechos delictivos 
por personas naturales a través o con ayuda de la actividad u 
organización de dicha persona jurídica. A este requisito se le 
conoce también como la peligrosidad objetiva de la organización.”15 
 
En otras palabras, explica que la peligrosidad objetiva se erige 
como un requisito esencial cuando de imponer medidas 
preventivas en contra de la persona jurídica se trata, siendo 
indispensable que la esta última esté organizada de tal forma que 
pueda ser utilizada para cometer o encubrir la realización de 
hechos delictivos futuros, evidenciándose así la peligrosidad de su 
estructura organizativa.    
 
Ahora bien, ya situándonos en el contexto de nuestra jurisprudencia 
nacional, es importante señalar que el debate en torno a la 
denominada “peligrosidad objetiva” nace con la emisión del 
Acuerdo Plenario N° 7-2009/CJ-116, en la cual, si bien se sentaron 
las bases respecto al tratamiento de la persona jurídica dentro del 
proceso penal, así como de las consecuencias accesorias previstas 
en el artículo 105 del Código Penal, también terminó ocasionando 
una divergencia entre los operadores de justicia respecto a si la 
peligrosidad objetiva debía o no ser considerado un requisito para 
solicitar la incorporación de la persona jurídica. 
 
Es así que, durante varios años, las distintas salas especializadas 
tuvieron posiciones contrarias respecto a dicha problemática, 
mientras que, por un lado, la Sala Penal de Apelaciones 
Especializada en Casos de Crimen Organizado alegaba que para 
incorporar a una persona jurídica como sujeto pasivo del proceso 
penal debía discutirse y analizarse la peligrosidad objetiva de la 
misma, la Sala Penal de Apelaciones Especializada en Casos de 
Corrupción de Funcionarios se pronunciaba de manera contraria en 
sus resoluciones, sosteniendo que el análisis de dicho elemento 
corresponde ser realizado al momento de discutir la imposición de 
sanciones penales en su contra. (responsabilidad penal) 
 
Por lo que, tras haberse generado dicha confusión entre los sujetos 
procesales, lo cual provocó que se emitan resoluciones judiciales 
con posturas antagónicas durante varios años, es que la Corte 
Suprema expide su Acuerdo Plenario N° 02-2021-CSN de fecha 22 

 
15 GARCÍA CAVERO, Percy. Derecho penal de las personas jurídicas, Instituto Pacífico, Lima, 2023, p. 251. 
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de octubre de 2021, a través del cual se estableció de manera 
tajante que la incorporación de la persona jurídica no tiene como 
presupuesto a la peligrosidad objetiva. 
 
Dicho pronunciamiento dejó en claro la posición de los magistrados 
que se reunieron en dicha ocasión para concordar jurisprudencia 
penal en torno al tema materia de debate; sin embargo, pese a que 
se estableció una posición determinada a través de dicha 
jurisprudencia, se advierte que la peligrosidad objetiva de la 
persona jurídica aún ha venido siendo objeto de debate y 
postulación por parte de las defensas técnicas, y también del propio 
Ministerio Público que, como veremos, en el caso que nos ocupa, 
traerá a colación dicho elemento como parte del análisis de su 
requerimiento de incorporación de persona jurídica.  
 

IV. DESCRIPCIÓN DE LA ACTIVIDAD COMPRENDIDA DENTRO DEL 
TRABAJO DE SUFICIENCIA PROFESIONAL 

 

4.1. Organización de la actividad del Trabajo de Suficiencia Profesional 

 

El presente trabajo está basado en el análisis realizado al Expediente 
Judicial N° 09-2020-16, que nace del «Requerimiento de 

incorporación de las personas jurídicas Westfield Capital Limited y 

First Capital Inversiones y Asesorías Limitada al proceso penal» 

signado con la Carpeta Fiscal N° 01-2018, a cargo del Cuarto 
Despacho de la Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada en 
Delitos de Corrupción de Funcionarios – Equipo Especial.  

Dicho incidente judicial será materia de debate ante los órganos 
jurisdiccionales de primera y segunda instancia, como son el Primer 
Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional Permanente 
Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios y la Tercera 
Sala Penal de Apelaciones Nacional de la Corte Superior Nacional de 
Justicia Penal Especializada respectivamente, de cuyas decisiones se 
extraerán los fundamentos principales que motivaron el presente 
trabajo, así como la problemática jurídica que resulta necesario ser 
analizada.  

A efectos de sintetizar la información relevante del presente caso, se 
va a estructurar de la siguiente manera: 

 

a. Síntesis del hecho que motivó la investigación  
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Los hechos que motivaron el presente trabajo de suficiencia 
profesional se encuentran contenidos en el Expediente Judicial N° 
09-2020-16, así como en la Carpeta Fiscal N° 01-2018 de donde 
nace el proceso penal. Y es que, si bien los hechos materia de 
investigación se encuentran ampliamente descritos y desarrollados 
a nivel de Fiscalía, el presente trabajo se centrará principalmente 
en desmenuzar cada una de las posiciones asumidas, tanto por la 
Fiscalía como por las defensas técnicas de las personas jurídicas 
requeridas con relación al pedido de incorporación de éstas últimas 
como parte pasiva del proceso. 
 
De igual forma, se analizará las posiciones asumidas por los 
órganos jurisdiccionales de primera y segunda instancia, cuyos 
fundamentos giran en torno a establecer cuáles serían los 
elementos o presupuestos exigidos por ley que se requieren para 
incorporar a las personas jurídicas como sujetos pasivos imputados 
dentro del proceso penal. De modo que, se podrá advertir como lo 
que pareciera una simple tarea de verificación de los requisitos 
legales para solicitar su incorporación se termina convirtiendo en 
un motivo de oposición por parte de las personas jurídicas, quienes 
advierten una falta de justificación respecto de la denominada 
“peligrosidad objetiva” como presupuesto necesario para solicitar 
su incorporación al proceso penal. 
 
Sin embargo, cabe resaltar que dicho argumento sostenido por la 
defensa técnica de las personas jurídicas Westfield Capital Limited 
y First Capital Inversiones y Asesorías Limitada, referido a la falta 
del elemento de la peligrosidad objetiva para solicitar su respectiva 
incorporación al proceso penal parte también de la propia posición 
que asumió el Representante del Ministerio Público al momento de 
formular su requerimiento, donde decidió incluirla y/o postularla 
como uno más de sus requisitos exigidos por ley.  
 
Así pues, dicha situación se convertirá en un escenario de debate, 
pero también de incertidumbre entre los sujetos procesales, en 
donde deberá vislumbrarse cuáles realmente vienen a ser los 
presupuestos a considerar para solicitar la incorporación de la 
persona jurídica al proceso penal y, asimismo, determinar si es que 
la denominada peligrosidad objetiva constituye o no un elemento 
necesario y relevante que deba ser analizado por el Juez de 
Investigación Preparatoria al momento de tomar una decisión.  
 

b. Síntesis de los hechos materia de investigación recaídos en la Carpeta 

Fiscal N° 01-2018, que involucran a las personas jurídicas Westfield Capital 

Limited y First Capital Inversiones y Asesorías Limitada  
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Los hechos materia de investigación recaídos en la Carpeta Fiscal 
N° 01-2018 giran en torno al Proyecto Integral Olmos Tinajones 
(Proyecto Olmos), el cual se encuentra ubicado en el departamento 
de Lambayeque. El objetivo del proyecto consistía en trasvasar los 
recursos hídricos de la vertiente del Océano Atlántico (río 
Huancabamba) hacia la vertiente del Océano Pacífico (río Olmos) 
para aprovechar tales recursos en la generación de energía 
eléctrica y para la irrigación de tierras áridas. Con ese fin, el 
Gobierno Regional de Lambayeque y la Agencia de Promoción de 
la Inversión Privada (Proinversión) decidieron dividir el proyecto en 
tres etapas: i) trasvase de agua; ii) producción de energía y iii) 
producción agrícola. Asimismo, la entidad encargada de conceder 
el proyecto, en su extremo de trasvase de agua, fue el Gobierno 
Regional de Lambayeque a cargo del investigado Yehude Simón 
Munaro, en su condición de gobernador regional. Es así que esta 
entidad puso en concurso público internacional el referido proyecto. 
 
El 22 de julio de 2004, se suscribe el contrato de concesión para el 
componente de Trasvase de Aguas con la Concesionaria Trasvase 
Olmos S.A., empresa de la Constructora Norberto Odebrecht. En 
otras palabras, la concesionaria suscribió un contrato de llave en 
mano y suma azada con la empresa Odebrecht Perú Ingeniería y 
Construcción, encargada del diseño, procura y construcción de las 
obras de Trasvase del Proyecto Olmos. Entre las principales obras 
se resaltan las siguientes: i) obras de oriente: construcción de la 
Presa Limón, reubicación Oleoducto Norperuano, Túnel de desvío, 
Bocatoma provisional, Bocatoma definitiva, Aliviadero y Purga; y ii) 
obras de occidente: construcción del Túnel Trasandino y Túnel de 
Quebrada Lajas. 
 
Luego de firmado el contrato entre el Gobierno Regional de 
Lambayeque, representado por Yehude Simón Murano y la 
Concesionaria Trasvase Olmos S.A., representada por Andrés 
Marsano Soto, las labores de supervisión de las obligaciones de la 
concesionaria recayeron en el Proyecto Especial Olmos Tinajones 
(PEOT), conforme a la Resolución Ejecutiva Regional N. ° 038-
2005-GR-LAMB/PR, del 13 de enero de 2005. En tal sentido, la 
investigación está referida al proceso de selección del referido 
proyecto (Trasvase de aguas) y a su ejecución. 
 
La vinculación de los hechos materia de investigación con las 
empresas First Capital Inversiones y Asesorías Limitada y 
Westfield Capital Limited 
 
Según la Fiscalía, la participación de las personas jurídicas 
Westfield Capital Limited y First Capital Inversiones y Asesorías 
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Limitada reviste carácter penal, en virtud de ciertas actividades que 
son materia de investigación, sobre actos colusorios que se habrían 
llevado a cabo haciendo uso de su estructura empresarial y 
favoreciendo de esta manera a la consumación del delito de 
colusión agravada.  
 
Se le imputó a la persona jurídica Westfield Capital Limited, haber 
facilitado mediante su estructura organizacional el delito de 
colusión agravada cometido por su socio fundador y su 
representante de facto, Pedro Pablo Kuczynski Godard y Gerardo 
Rafael Sepúlveda Quezada, respectivamente; en el ejercicio de sus 
cargos, instrumentalizando de esta manera a la organización de la 
propia persona jurídica para lograr sus fines delictivos. 
 
De la misma forma, a la empresa First Capital Inversiones y 
Asesorías Limitada se le atribuyó haber facilitado mediante su 
estructura organizacional, el delito de colusión agravada, pero esta 
vez cometido por su órgano de administración, representante legal, 
y socio fundador (Gerardo Rafael Sepúlveda Quezada) en el 
ejercicio de su cargo, instrumentalizando de esta manera a la 
organización de la propia persona jurídica para prestar auxilio al 
autor principal, quien fuera Pedro Pablo Kuczynski Godard. 
 
En resumidas cuentas, las citadas empresas fueron 
instrumentalizadas para favorecer la presunta realización del ilícito 
de colusión agravada, toda vez que fueron el medio utilizado por 
las personas de Pedro Pablo Kuczynski Godard y Gerardo Rafael 
Sepúlveda Quezada para ofrecer los servicios de estructuración 
financiera al Consorcio Trasvase Olmos (Odebrecht) y así este 
poder lograr la obtención del financiamiento para la obra mediante 
la adecuación del marco jurídico del Estado y el otorgamiento de 
diversas garantías en su favor.   
 

c. Síntesis de los principales argumentos del Ministerio Público para solicitar 

la incorporación de las personas jurídicas Westfield Capital Limited y First 

Capital Inversiones y Asesorías Limitada 

 
Con fecha 18 de diciembre de 2020, la Fiscalía Supraprovincial 
Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción de 
Funcionarios - Equipo Especial - Cuarto Despacho acude ante el 
Primer Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional con la 
finalidad de solicitar la incorporación como sujeto pasivo imputado 
de las personas jurídicas Westfield Capital Limited y First Capital 
Inversiones y asesorías Limitada al proceso penal recaído en la 
Carpeta Fiscal N° 01-2018, por la presunta comisión del delito de 
Colusión Agravada en agravio del Estado.    
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Es así que, formula su requerimiento fiscal, en el cual desarrolla 
cada uno de los presupuestos legales que se encuentran previstos 
en el artículo 91 numeral 1 del Código Procesal Penal, tal como se 
advierten a continuación: 

 

• Que, se ha requerido una vez formalizada la investigación 
preparatoria. 

• Se cumplió con señalar la identificación de la persona 
jurídica, así como su domicilio fiscal.  

• Se plasmó la relación sucinta de los hechos o también 
llamada “cadena de atribución”. 

• Se invocó la fundamentación legal correspondiente. 
• Se sustentó la acreditación de la peligrosidad objetiva que 

representan las personas jurídicas. 
 

El Ministerio Público cumplió con sustentar su solicitud de 
incorporación presentada ante el órgano jurisdiccional, de modo 
que procedió a desarrollar cada uno de los requisitos exigidos por 
ley. Adicional a ello, el Fiscal a cargo de la investigación sustentó 
como último presupuesto para la incorporación de la persona 
jurídica lo referido a la “acreditación de la peligrosidad objetiva”, 
alegación que, conforme se verá más adelante, será motivo de 
debate, pero sobre todo de discrepancias entre los sujetos 
procesales, quienes a la fecha aún se preguntan si es que dicho 
elemento debe o no ser considerado como un presupuesto para 
formular la incorporación de la persona jurídica como sujeto pasivo 
imputado al proceso penal.    
 

d. Síntesis de los principales argumentos de las defensas técnicas de las 

personas jurídicas Westfield Capital Limited y First Capital Inversiones y 

Asesorías Limitada 

 

Ante la solicitud planteada por el titular del ejercicio de la acción 
penal, las personas jurídicas Westfield Capital Limited y First 
Capital Inversiones y asesorías Limitada proceden a formular sus 
oposiciones respectivas.  
 
• Posición de Westfield Capital Limited: 

 
La defensa técnica de la empresa Westfield Capital Limited solicitó 
que el requerimiento fiscal sea declarado infundado, postulando 
como principal fundamento la inexistencia de la peligrosidad 
objetiva de la persona jurídica como requisito para requerir su 
incorporación al proceso penal. 
Dentro de sus principales argumentos están los siguientes:  
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o Señaló que la Fiscalía, en su requerimiento, invocó el peligro 

razonable que Westfield Capital Limited pueda ser 
nuevamente instrumentalizada para la comisión de nuevos 
delitos dada las practicas inadecuadas a las que habría sido 
sometida; sin embargo, refiere que dicha alegación no ha 
sido demostrada.  
 

o Pues, conforme se advierte de las documentales que fueron 
presentadas, Westfield Capital Limited se encontraría en 
estado inactiva desde hace cinco años, siendo que, 
conforme a las normas del estado de La Florida, habría 
operado la disolución administrativa en su caso, por lo que, 
la empresa no puede contratar, prestar servicio de 
estructuración financiera ni realizar una serie de actos. En 
otras palabras, resulta imposible que pueda cometer algún 
otro delito.    

 
o Por último, refirió que el representante con el cual se vincula 

a Westfield Capital Limited, el procesado Pedro Pablo 
Kuczynski Godard ya no es funcionario público y, por ende, 
ya no puede implementar ningún marco jurídico que 
coadyuve a la comisión de delitos, siendo un motivo más 
para sostener la inexistencia del peligro objetivo de la 
persona jurídica.  

 
• Posición de First Capital Inversiones y Asesorías Limitada: 

 
La defensa técnica de la empresa First Capital Inversiones y 
Asesorías Limitada solicitó que el requerimiento fiscal sea 
declarado improcedente, postulando como principales 
fundamentos los dos siguientes puntos:  
 
a) No se había cumplido con el requisito de la prognosis de la 

peligrosidad criminal   
 

o Refirió que la Fiscalía solo había dado cuenta de 
presuntas prácticas corporativas que habrían 
coadyuvado a la comisión del delito de colusión desleal, 
mas no se ha cumplido con determinar cuáles habrían 
sido las supuestas incompatibilidades de sus actividades 
con los deberes especiales de los socios o 
representantes por el ejercicio de su función pública. 
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o First Capital Inversiones y Asesorías Limitada es una 
empresa del investigado Sepúlveda Quezada, quien no 
ostenta la condición de funcionario público. 

 
o First Capital Inversiones y Asesorías Limitada no ha 

contratado con el Estado, sino con un privado, en este 
caso, con Consorcio Trasvase Olmos (Odebrecht). 

 
o La Fiscalía no ha cumplido con precisar cómo es que se 

podría volver a usar a First Capital Inversiones y 
Asesorías Limitada para la comisión de algún delito de 
corrupción de funcionarios, más aun si es que la empresa 
en mención actualmente no tiene ninguna vinculación 
con algún funcionario público que participe de la 
celebración o ejecución de algún contrato de concesión 
y mucho menos presta algún tipo de asesoramiento en el 
Perú.  

 
b) La posibilidad de incorporar a First Capital Inversiones y 

Asesorías Limitada ha prescrito.   
 

o Dado que las consecuencias accesorias previstas en los 
artículos 104 y 105 del Código Penal son sanciones 
penales especiales, estas se encuentran regidas por las 
reglas de la prescripción de los artículos 78.1, 80 y 82.2 
del Código Penal. De modo que, atendiendo a que la 
pena prevista para el delito de colusión es de 15 años 
como pena máxima abstracta y al tratarse de un delito 
instantáneo, su cómputo comienza a partir del día en que 
se consumó; es decir, con la emisión de los Decretos 
Supremos N° 100-2004-EF del 21.07.2004 y N° 014-
2005-EF del 11.02.2006. 
 

o En consecuencia, el plazo de la prescripción ordinaria 
operó el 10.02.2021, siendo imposible la incorporación 
de First Capital Inversiones y Asesorías Limitada, toda 
vez que la interrupción de la prescripción solo operará 
cuando exista una imputación cierta, lo cual únicamente 
ocurre cuando esta es incorporada al proceso penal en 
calidad de sujeto pasivo imputado.    
 

e. Síntesis de los principales fundamentos del Juzgado de Investigación 

Preparatoria (primera instancia) 
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A través de la Resolución N° 13 del 5 de marzo de 2021, el Primer 
Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional emite su decisión 
de primera instancia, cuya fundamentación fue dividida en tres 
apartados, conforme se advierte a continuación:  
 
a) Requisitos para la incorporación de la persona jurídica 

El órgano jurisdiccional verifica si es que la Fiscalía ha cumplido 
con sustentar y fundamentar los requisitos exigidos por ley para 
incorporar, como sujetos pasivos imputados, a las personas 
jurídicas Westfield Capital Limited y First Capital Inversiones y 
Asesorías Limitada, al proceso penal.  

Así refiere que, si bien las defensas técnicas de las personas 
jurídicas requeridas no han cuestionado este punto, resulta 
relevante comprobar si es que se ha dado cumplimiento a lo 
previsto en el artículo 91 del Código Procesal Penal, así como a lo 
establecido en el Acuerdo Plenario N° 7-2009/CJ-116.   

Por lo que, cumple con desarrollar cada uno de los requisitos que 
se exigen para incorporar a la persona jurídica, como son: a) 
Oportunidad del requerimiento fiscal, b) Identificación y domicilio de 
la persona jurídica, c) La cadena de atribución que conecta a la 
persona jurídica con acciones de facilitación, favorecimiento o 
encubrimiento del hecho punible y d) La fundamentación legal.    

 
b) Sobre la peligrosidad objetiva de la persona jurídica  

 

El Primer Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional refiere 
que, si bien el Ministerio Público postuló lo referido a la “prognosis 
de la peligrosidad de las personas jurídicas requeridas” para 
sustentar su requerimiento, este elemento no deberá ser tomado 
en cuenta por la Judicatura, toda vez que el actual fiscal a cargo de 
la investigación que participó de la audiencia de incorporación 
manifestó no compartir el criterio asumido por el Fiscal que elaboró 
el requerimiento. 

Ahora bien, el A quo señala de manera enfática que no 
corresponde analizar como presupuesto para la incorporación de la 
persona jurídica al proceso penal lo relativo a la peligrosidad 
objetiva, señalando que existe jurisprudencia uniforme que ya se 
ha pronunciado al respecto, pero además sostiene que cuando el 
Acuerdo Plenario N° 07-2009/CJ-116 hace referencia a la 
denominada “peligrosidad objetiva”, lo hace desde un análisis para 
la imposición de las consecuencias accesorias, las cuales 
corresponden ser examinadas en un estadio posterior y distinto al 
de la etapa de investigación. 
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c) Sobre la prescripción de la posibilidad de incorporar a la 
persona jurídica First Capital Inversiones y Asesorías Limitada  

 
Al respecto, el Primer Juzgado refiere no estar de acuerdo con lo 
argumentado por la defensa técnica de First Capital Inversiones y 
Asesorías Limitada, y más bien sostiene que su decisión se basa 
en aquella jurisprudencia que también ha sido invocada por la 
defensa, específicamente, en el fundamento décimo segundo del 
Acuerdo Plenario N° 07-2009/CJ-116, el cual refiere a la letra lo 
siguiente:  
 
 

“12°. Es pertinente distinguir que este tipo de sanciones 

penales no son penas accesorias como la de inhabilitación 

que define el artículo 39 CP. No son, pues, un complemento 

dependiente o accesorio a una pena principal que se 

imponga al autor del delito. Su calidad accesoria, vicaria o 

paralela deriva, más bien, de un requisito o condición 

esencial que implícitamente exige la ley para su aplicación 

judicial, cual es la necesaria identificación y sanción penal 

de una persona natural como autora del hecho punible en el 

que también resulta conectada, (…)”. 
 
 

En ese entendido, el Juzgado argumenta que el verdadero 
fundamento de imposición de las denominadas consecuencias 
accesorias radica en la necesaria identificación y sanción penal de 
la persona natural; en consecuencia, no resulta aplicable la 
institución de la prescripción en los términos que fueron planteados 
por la defensa técnica de First Capital, toda vez que en el presente 
caso, se ha identificado a las personas naturales con las cuales se 
conecta a las personas jurídicas requeridas y las cuales además 
han sido comprendidas como investigados por la Fiscalía. De modo 
que, a consideración del Juzgado, la posibilidad de incorporar al 
proceso a ambas personas jurídicas se encuentra plenamente 
vigente conforme se advierten de las disposiciones fiscales 
emitidas en su oportunidad por la Fiscalía.   
 

f. Síntesis de los fundamentos del recurrente First Capital Inversiones y 

Asesorías Limitada 

 

Tras la decisión emitida por el Primer Juzgado de Investigación 
Preparatoria Nacional, Westfield Capital Limited y First Capital 
Inversiones y Asesorías Limitada interpusieron su recurso de 
apelación; sin embargo, en la audiencia de apelación, la defensa 
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técnica de la persona jurídica Westfield Capital sustentó su 
desistimiento a su recurso impugnatorio interpuesto, el cual fue 
declarado fundado por la Sala Superior; de modo que, el debate en 
segunda instancia continuó únicamente con la defensa técnica de 
First Capital Inversiones y Asesorías Limitada, sobre la cual se 
expondrá sus argumentos de apelación respectivos.  
 
La defensa técnica de First Capital Inversiones y Asesorías 
Limitada solicitó que se revoque la Resolución N° 13 del 5 de marzo 
de 2021 y, reformándola, se declare infundado el requerimiento 
fiscal de incorporación de persona jurídica en su contra.  
 
Como primer punto de impugnación, sostiene que el Juez Penal no 
le habría dado una interpretación debida al artículo 91.1 del Código 
Procesal Penal, toda vez que no basta con exigir únicamente la 
concurrencia de presupuestos generales para solicitar la 
incorporación de la persona jurídica como sujeto pasivo imputado, 
sino que también debe concurrir el elemento de la peligrosidad 
objetiva como fundamento de las consecuencias accesorias.  
 
Y, como segundo punto de impugnación, la defensa sostiene que 
el Juzgado habría realizado una indebida aplicación del artículo 80 
del Código Penal, toda vez que la acción penal sí habría prescrito 
en contra de la persona jurídica First Capital Inversiones y 
Asesorías Limitada, ya que no existe impedimento legal ni 
jurisprudencial alguno para que no se produzca la aplicación de las 
reglas de prescripción en los casos de las personas jurídicas.  
 

g. Síntesis de los fundamentos del Ministerio Público 

 

El Fiscal Superior solicita que se declare infundado el recurso de 
apelación planteado por la defensa técnica de First Capital 
Inversiones y Asesorías Limitada y, en su lugar, se confirme la 
resolución materia de grado.   
 
En cuanto a la peligrosidad objetiva que alega la defensa técnica 
para postular la incorporación de la persona jurídica como sujeto 
pasivo imputado, la Fiscalía señala que los requisitos que debe 
reunir el pedido de incorporación jurídica ya se encuentran 
establecidos en el artículo 91.1 del Código Procesal Penal, los 
cuales han sido cumplidos a cabalidad en su requerimiento fiscal, 
y que la denominada peligrosidad objetiva sí corresponde ser 
analizada pero no en este estadio del proceso, sino cuando sea 
necesario emitir un pronunciamiento de fondo.  
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Por otro lado, en relación a la prescripción, la Fiscalía refiere que 
no puede considerarse como causal de interrupción de la acción 
penal al auto judicial que incorpora a la empresa dentro del proceso 
penal, toda vez que existe una relación de accesoriedad de la 
persona jurídica en función de la persona natural a la cual se le 
vincula, de modo que, deberá mantenerse el periodo de vigencia 
de la prescripción penal de la persona natural para aquellos casos 
en que se encuentre vinculada a la persona jurídica.    
 

h. Síntesis de los principales fundamentos de la Sala Penal de Apelaciones 

Nacional (Superior Jerárquico)  

 

Mediante Resolución N° 6 de fecha 9 de noviembre de 2021, la 
Tercera Sala Penal de Apelaciones Nacional de la Corte Superior 
Nacional de Justicia Penal Especializada resolvió declarar 
infundado el recurso de apelación interpuesto en contra de la 
Resolución N° 13 y, en consecuencia, confirmó la decisión de 
incorporar a la persona jurídica First Capital Inversiones y 
Asesorías Limitada como sujeto pasivo imputado dentro del 
proceso penal. 
 
En ese sentido, se procede a exponer los fundamentos principales 
sobre los cuales el Superior Jerárquico sustentó su decisión: 
 
a) Sobre la peligrosidad objetiva como presupuesto de la solicitud 

de incorporación de persona jurídica como sujeto pasivo 
imputado 

El Superior Jerárquico sostuvo de manera enfática que los 
requisitos para incorporar a las personas jurídicas al proceso penal 
se encuentran establecidos taxativamente en el artículo 91.1 del 
Código Procesal Penal. Por tanto, se trata de presupuestos 
formales que deberán concurrir a cabalidad para que el 
requerimiento fiscal se encuentre conforme a derecho y sea 
declarado fundado por el Juez Penal, no existiendo ningún otro 
requisito adicional que exija la ley para su postulación, pues de 
establecer lo contrario, se estaría vulnerando el principio de 
legalidad. 

En ese sentido, precisa que tanto para la aplicación de una 
consecuencia jurídico penal a una persona jurídica (art. 105-A del 
Código Penal) como para la afectación de un derecho patrimonial 
con medida coercitiva real (Art. 313 del CPP), se deberá requerir la 
denominada “peligrosidad objetiva” o, en el segundo de los casos, 
el peligro concreto de obstaculización de la averiguación de la 
verdad o de la comisión de futuros delitos. 
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Asimismo, contrario a lo que refieren las defensas técnicas de las 
personas jurídicas respecto a la supuesta vulneración del derecho 
de defensa, el Superior Jerárquico sostiene que, con la 
incorporación de la persona jurídica al proceso penal, se garantiza 
que esta -ahora en su condición de sujeto pasivo imputado- goce 
de todos aquellos derechos y garantías que se le conceden al 
imputado (persona natural). 

b) Sobre la indebida aplicación del artículo 80 del Código Penal, 
en relación a que la acción penal habría prescrito en contra de 
la persona jurídica. 

 
El Superior Jerárquico sostiene que, si bien la Ley N° 30424 “Ley 

que regula la responsabilidad administrativa de las personas 

jurídicas en el proceso penal” establece en su artículo 4 que la 
institución de la prescripción de la acción penal contra la persona 
jurídica se rige por lo dispuesto en los artículos 80, 82, 83 y 84 del 
Código Penal, ello no implica que se desconozca lo regulado en el 
artículo 91 del CPP, en el sentido que estipula que el requerimiento 
de incorporación se producirá una vez que se comunique al Juez 
la disposición de formalización de la investigación preparatoria.  
 
En tal sentido, refiere que, al preexistir una formalización de la 
investigación preparatoria previo a que se formule el requerimiento 
fiscal de incorporación de la persona jurídica y que además es 
puesto en conocimiento del Juez de garantías, existe ya una 
verificación previa de que la acción penal se encontraba vigente al 
momento de la formalización. Por tanto, argumenta que para la 
solicitud de incorporación de la persona jurídica no se requiere 
evaluar la vigencia de la acción penal. 
 

4.2. Resolución del caso jurídico abordado 

 

Conforme se podrá advertir de los anexos que se adjuntarán al 
presente informe de suficiencia profesional, el caso materia de 
análisis fue objeto de debate en dos instancias jurisdiccionales ante 
la Corte Superior Nacional de Justicia Penal Especializada. No 
obstante, fue la Tercera Sala Penal de Apelaciones Nacional la que 
emitió pronunciamiento definitivo en el Expediente Judicial N° 09-
2020-16, resolviendo así el presente caso jurídico planteado.  
 
Así pues, mediante Resolución N° 6 de fecha 9 de noviembre de 
2021, dicho órgano colegiado confirmó la decisión de primera 
instancia y, en consecuencia, declaró infundado el recurso de 
apelación interpuesto por la defensa técnica de First Capital 
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Inversiones y Asesorías Limitada, disponiendo su incorporación al 
proceso penal en calidad de sujeto pasivo imputado.  
 
Ahora bien, si bien podría sostenerse que la resolución del caso 
jurídico materia del presente trabajo, se concretó con la decisión 
emitida por el Poder Judicial, resulta pertinente precisar que el 
trámite del incidente judicial se inició a partir de la actuación del 
Ministerio Público. Pues, fue el Cuarto Despacho del Equipo 
Especial (lugar donde se desarrolló la actividad de suficiencia 
profesional) el que se encargó de formular los fundamentos que 
sustentaron la incorporación de las personas jurídicas Westfield 
Capital Limited y First Capital Inversiones y Asesoría Limitada al 
proceso penal, asumiendo, por tanto, la elaboración del 
requerimiento fiscal correspondiente. 
 
En ese sentido, las labores que realicé en cumplimiento de mis 
funciones como Asistente en Función Fiscal dentro del referido 
despacho, estuvieron dirigidas principalmente a postular y 
fundamentar los requisitos que se exigen para solicitar la 
incorporación de la persona jurídica al proceso penal, los cuales se 
encuentran establecidos en el artículo 91.1 del Código Procesal 
Penal. En tal marco, mi actuación consistió básicamente en apoyar 
en el análisis de dicha figura procesal, así como estar a cargo de 
todo lo demás que implique el impulso y trámite del referido 
incidente judicial (en primera instancia). Y es que, a raíz del 
requerimiento fiscal presentado ante el Poder Judicial, se generó 
el incidente judicial N° 09-2020-16, por lo que, en mi calidad de 
apoyo a la Fiscal Adjunta a cargo de la Carpeta Fiscal N° 01-2018, 
estuve a cargo de la elaboración de escritos tanto a nivel fiscal 
como jurisdiccional, del procesamiento de la información contenida 
en los tomos de la carpeta principal y en los demás cuadernos, de 
la revisión de jurisprudencia pertinente que sustente el pedido de 
incorporación, así como de la elaboración de diapositivas para la 
audiencia y demás tareas, ya sean de carácter administrativo como 
propias de la función fiscal, que me fueran encomendadas por la 
Fiscal a cargo de la investigación.  
 
Por tanto, desde la perspectiva del Ministerio Público, se advierte 
que la decisión judicial validó la tesis sostenida en torno a la 
concurrencia de los presupuestos o requisitos exigidos para 
incorporar, como sujeto pasivo imputado, a la persona jurídica 
dentro del proceso penal, previstos en el artículo 91.1 del Código 
Procesal Penal, particularmente en lo referido a la existencia de 
una vinculación entre la persona jurídica y el hecho investigado 
(cadena de atribución). 
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Así, durante el trámite en primera instancia, el Despacho Fiscal 
sostuvo la procedencia del requerimiento de incorporación de la 
persona jurídica como sujeto pasivo imputado, enfatizando que los 
presupuestos o requisitos que habilitan dicha medida se 
encuentran expresamente previstos en el artículo 91.1 del Código 
Procesal Penal. En tal sentido, la Fiscalía Supraprovincial cumplió 
con desarrollar en su requerimiento los elementos destinados a 
sustentar la concurrencia de cada uno de dichos presupuestos, 
presentando la solicitud ante el Juzgado de Investigación 
Preparatoria dentro de la oportunidad procesal correspondiente; 
esto es, una vez formalizada la investigación preparatoria y antes 
de su conclusión.   
 
Asimismo, entre los argumentos formulados por la Fiscalía 
Supraprovincial para sustentar el requerimiento de incorporación 
de las personas jurídicas Westfield Capital Limited y First Capital 
Inversiones y Asesoría Limitada, se desarrolló el criterio 
denominado “peligrosidad objetiva”, el cual fue utilizado como uno 
de los elementos para justificar la procedencia de dicha 
incorporación. Este aspecto resulta particularmente relevante, 
pues constituye uno de los problemas específicos que será objeto 
de análisis en el presente trabajo. 
 
Por tanto, se advierte que los argumentos desarrollados en dicha 
etapa (primera instancia) fueron acogidos por el órgano 
jurisdiccional, cuya decisión se basó principalmente en la 
verificación prima facie de los presupuestos legales para disponer 
la incorporación. 
 
De modo que, del análisis de las resoluciones emitidas por los 
órganos jurisdiccionales -tanto en primera como en segunda 
instancia-, se advierte que el estándar de motivación exigido para 
la acreditación de los presupuestos que se exigen para la 
incorporación de la persona jurídica al proceso penal, se mantuvo 
en un plano predominantemente formal; aspecto que constituye 
precisamente el eje problemático que se examina en el presente 
trabajo. 
 

4.3. Problemática jurídica abordada en el Trabajo de Suficiencia 

Profesional 

 

Tras haberse realizado el análisis de la figura de la incorporación 
de la persona jurídica en calidad de sujeto pasivo imputado en el 
proceso penal, cuya regulación se encuentra establecida en los 
artículos 90 al 93 del Código Procesal Penal, así como de los otros 
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aspectos vinculados a dicha institución, entre ellos, las 
denominadas consecuencias accesorias contempladas en el 
artículo 105 del Código Penal, corresponde señalar que la 
principal problemática del presente trabajo de suficiencia 
profesional se circunscribe a la interpretación del artículo 91.1 del 
Código Procesal Penal, o mejor dicho, al análisis de los 
presupuestos que deben concurrir para solicitar la incorporación de 
la persona jurídica como sujeto pasivo imputado en el proceso 
penal y si estos resultan ser suficientes o si, por el contrario, se 
requiere la concurrencia de otros elementos adicionales para 
disponer su inclusión como parte investigada en el proceso. Y es 
que, de la controversia planteada en el presente informe, se ha 
podido advertir cómo la interpretación y/o aplicación que se le ha 
venido otorgando a dicha institución procesal evidencia, sin duda 
alguna, los diversos problemas y desafíos a los que se enfrenta 
actualmente el Ministerio Público, quien es finalmente la entidad 
encargada de elaborar y presentar el requerimiento ante el Poder 
Judicial. 
 
De modo que, a través del presente planteamiento, se advierte 
cómo las condiciones en las que opera la propia institución, aunado 
a la ola de criminalidad creciente en nuestro país, ha sumergido al 
Representante del Ministerio Público en la idea de brindarle un 
trato bastante pragmático y automatizado a la figura de la 
incorporación de la persona jurídica en el proceso penal. 
    
Y es que, es sabido que, uno de los principales problemas que 
aqueja a esta institución es la alta carga procesal que recae sobre 
cada uno de sus despachos fiscales, sobre todo si hablamos de 
aquellas Fiscalías, como el Equipo Especial Lavajato, que ha sido 
creado exclusivamente para investigar casos complejos de 
corrupción de funcionarios y delitos graves como el lavado de 
activos y, en consecuencia, es donde se suele solicitar casi de 
manera automática la incorporación de la persona jurídica al 
proceso penal. 
 
Así pues, es evidente que un elemento estructural que no puede 
evitarse soslayar al momento de analizar la actuación de la Fiscalía 
está referida a la sobrecarga crónica del Ministerio Público, pues 
es justamente esta realidad institucional la que incide de manera 
directa en la forma en que se procede ante la construcción de 
dichos requerimientos fiscales, incentivando a que se opte por un 
enfoque estandarizado y de mínima argumentación material. 
 
Así también, a dicha carga procesal se le suma la presión por 
resultados con la cual lidia a diario la Fiscalía, lo que conlleva a que 
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la incorporación de  la persona jurídica al proceso penal se 
presente como una estrategia procesal de aseguramiento antes 
que como una decisión jurídicamente excepcional, así pues en 
casos como este, en el que estamos frente a investigaciones de 
carácter complejo y de crimen organizado, el titular del ejercicio de 
la acción pena pública opta siempre por operar bajo una lógica de 
tipo preventivo y amplio, disponiendo que se incorpore a la persona 
jurídica desde un inicio para que sea luego el órgano jurisdiccional 
quien decida su permanencia o exclusión del proceso.  
 
Así pues, la actuación del Fiscal se ve reforzada por un temor a 
que, en un futuro, de optarse por no formular el requerimiento de la 
incorporación de la persona jurídica al proceso penal, dicha 
decisión limite en un futuro las posibilidades de imponer 
consecuencias accesorias en su contra, dejando en indefensión a 
aquellos que resultaron agraviados por la comisión del delito, pero 
no solo ello, sino que, además, dicho parecer podría ser 
interpretado como una deficiencia investigativa del Fiscal a cargo, 
pudiendo generarle responsabilidades funcionales más adelante. 
 
De ahí que, no es un secreto que el Representante de la Fiscalía, 
en la mayoría de sus casos, se limite a reproducir modelos de 
requerimientos previamente validados, priorizando así la seguridad 
procedimental frente a un análisis material más complejo, que 
exigiría una mayor fundamentación fáctica y dogmática a efectos 
de decidir si es que realmente procede o no incorporar a la persona 
jurídica en calidad de imputada.  
 
Dicho de otra manera, el Fiscal suele asumir que el artículo 91.1 
del Código Procesal Penal constituye una norma de habilitación 
procesal, mas no de valoración sustantiva, por lo que, bajo esa 
lectura, entiende que no está llamado a verificar la real viabilidad 
de la aplicación potencial de las consecuencias accesorias, 
bastándole con identificar una vinculación mínima entre la persona 
jurídica y el hecho investigado.  
 
En otras palabras, el Fiscal se autoimpone una función limitada, 
restringiendo su análisis al plano estrictamente formal, pues es 
evidente que le funciona como una zona de seguridad 
argumentativa, por cuanto lo único que tiene que realizar es 
verificar los presupuestos externos (existencia de la persona 
jurídica, identificación, nexo formal con el hecho), aun cuando ello 
implique sacrificar un análisis material sobre la procedencia de 
incorporación de la persona jurídica. 
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En tal sentido, es evidente que este “formalismo sin más” 
desnaturaliza el rol del Fiscal como primer garante de la legalidad 
y convierte la incorporación de la persona jurídica en un acto casi 
automático, pero, además, conforme ya hemos reseñado líneas 
arriba, constituye una clara consecuencia de la ola de criminalidad 
económica y organizada, en la cual, la empresa deja de ser vista 
como un sujeto neutral para convertirse en un instrumento del 
delito. 
 
Por esta razón, ello conduce a que la incorporación de la persona 
jurídica se justifique por el contexto delictivo general, y no por las 
características concretas del caso que el Fiscal deba analizar, 
sumado a la sobrecarga estructural con la que opera su institución, 
así como la presión institucional por responder eficazmente a los 
fenómenos de criminalidad compleja. Todo ello, ha propiciado a 
que el Representante del Ministerio Público decida inclinarse por 
una práctica investigativa orientada a la incorporación expansiva 
de la persona jurídica, aun cuando no exista un desarrollo 
adecuado de los presupuestos materiales que justificarían su 
presencia dentro del proceso penal.  
 
Adicional a lo expuesto, otro de los problemas que se derivan de la 
problemática central planteada en el presente trabajo de suficiencia 
profesional está referido al elemento de la peligrosidad objetiva y 
si este se erige como un presupuesto material que deba ser 
tomando en cuenta a efectos de solicitar la incorporación de la 
persona jurídica dentro del proceso penal. 
 
Y es que, conforme se ha podido advertir del desarrollo del proceso 
recaído en el Expediente Judicial N° 09-2020-16, la Fiscalía 
planteó su requerimiento de incorporación como sujeto pasivo 
imputado de las personas jurídicas Westfield Capital Limited y First 
Capital Inversiones y Asesoría Limitada al proceso penal, teniendo 
como base los requisitos establecidos en el artículo 91 del Código 
Procesal Penal. 
 
Es decir, formuló su solicitud inicial exponiendo cada uno de los 
presupuestos exigidos en la ley, como son, la identificación y el 
domicilio de la persona jurídica, la relación sucinta de los hechos 
en que se funda el petitorio y la fundamentación legal 
correspondiente; no obstante, adicional a ello, se advirtió que el 
Fiscal a cargo de la investigación, sustentó también como parte de 
los presupuestos de la incorporación de la persona jurídica lo 
referido al elemento denominado “peligrosidad objetiva” que 
representarían ambas personas jurídicas.  
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Así, en el fundamento III.3.3 de su solicitud, desarrolla el tema de 
la peligrosidad de la persona jurídica como un elemento extra que 
debe concurrir para efectos de que proceda su pedido, tal como se 
advierte a continuación:   

 

 

 

  

 

De modo que, se podría afirmar que todo surge a partir de aquella 
propuesta realizada por la Fiscalía en su requerimiento, al 
sustentar un elemento que no se encuentra señalado en la ley 
procesal penal, pero que, a su consideración, resultaba necesario 
postular por cuanto vendría a ser uno más de los requisitos que se 
exigen para solicitar la incorporación de la persona jurídica al 
proceso penal.  

Y, es que, la Fiscalía, en el caso que nos ocupa y a la luz de lo 
establecido en el Acuerdo Plenario N° 7-2009/CJ-116, acogió la 
posición de que para incorporar a las personas jurídicas de 
Westfield Capital Limited y First Capital Inversiones y Asesoría 
Limitada al proceso penal, se requería fundamentar como uno más 
de los presupuestos, a la denominada peligrosidad objetiva. 

Es así que, a través de su requerimiento, la Fiscalía hace referencia 
a que existe un peligro razonable y fundado de que ambas 
personas jurídicas sean utilizadas o instrumentalizadas para la 
comisión de nuevos delitos, empleando para tal fin, tanto su 
estructura como sus estrategias corporativas.  

Sin embargo, si bien la Fiscalía postuló inicialmente a la 
peligrosidad objetiva como uno de los presupuestos de la 
incorporación de la persona jurídica, los magistrados a cargo, a 
través de sus resoluciones judiciales de primera y segunda 
instancia, dejaron en claro que dicho elemento no forma parte de 
los requisitos formales que señala nuestro Código Procesal Penal 
y, en consecuencia, no deberá ser analizado en dicha oportunidad, 
sino que será materia de debate cuando estemos frente a la 
imposición de sanciones penales. 

Ahora bien, haciendo una interpretación estricta de la ley, se podrá 
advertir que efectivamente la denominada peligrosidad objetiva no 
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se encuentra prevista dentro de los requisitos que exige el artículo 
91.1 del Código Procesal Penal; sin embargo, de lo analizado en el 
presente trabajo, se ha podido advertir que las defensas técnicas 
de las personas jurídicas no carecen de razón al señalar que dicho 
elemento debiera formar parte del análisis de la incorporación de 
la persona jurídica como imputada dentro del proceso penal.  

Finalmente, se ha planteado como una tercera problemática lo 
referido a la aplicación potencial de las consecuencias accesorias 
y si este elemento constituye o no un requisito implícito que deba 
ser analizado a efectos de decidir la incorporación de la persona 
jurídica como sujeto pasivo imputado dentro del proceso penal. 

Pues, conforme es de conocimiento, la incorporación de la persona 
jurídica al proceso penal nace o se erige con la promulgación del 
Código Procesal Penal del 2004 (Decreto Legislativo N° 957), en 
cuyo cuerpo normativo, se introducen las normas procesales 
relativas a dicha figura, específicamente, las establecidas en los 
artículos 90 al 94 del CPP. 

No obstante, desde mucho antes de que se introdujeran las normas 
procesales relativas a la incorporación de las personas jurídicas al 
proceso penal, ya existían en nuestra legislación disposiciones 
legales que permitían sancionarlas por hechos vinculados a ilícitos 
penales, como son las denominadas consecuencias accesorias 
previstas en los artículos 104 y 105 del Código Penal.  

De modo que, durante mucho tiempo, estas consecuencias 
accesorias aplicables a la persona jurídica estuvieron “divagando” 
en nuestra legislación sin poder ser aplicadas debido a que, para 
ese entonces (1991), no se contaban con las normas procesales 
vigentes que permitieran su incorporación al proceso penal. 

Dicho esto, la necesidad de contar con una normativa procesal que 
regule la incorporación de la persona jurídica al proceso penal era 
evidente, no solo debido a la inaplicación de las consecuencias 
accesorias, sino también como respuesta al fenómeno de la 
creciente criminalidad que ya se venía manifestando. 

Por lo cual, la vinculación entre la figura de la incorporación de la 
persona jurídica al proceso penal (artículos 90 al 94 del CPP), con 
las denominadas consecuencias accesorias previstas en el artículo 
105 del CP, resulta innegable, por cuanto cada una de ellas hace 
posible la existencia de la otra y viceversa; sin embargo, deberá 
determinarse si es que, la aplicación potencial de estas últimas 
constituye o no un presupuesto que deba ser considerado por el 
Ministerio Público al momento de formular su requerimiento de 
incorporación de la persona jurídica al proceso penal.  
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4.4. Finalidad y objetivos de la actividad 

 

La finalidad y principal objetivo del presente trabajo de suficiencia 
profesional está dirigido a vislumbrar el tratamiento que 
actualmente se le viene dando a la figura de la incorporación de la 
persona jurídica como sujeto pasivo imputado dentro del proceso 
penal y reflexionar cómo el análisis meramente formal de los 
presupuestos establecidos en el artículo 91.1 del Código Procesal 
Penal, efectuado tanto por el Representante del Ministerio Público 
como por los órganos jurisdiccionales, ha generado un menoscabo 
en la propia esencia de dicha institución procesal, resultando 
insuficiente limitar su aplicación a la sola verificación de la 
concurrencia de los requisitos legales.  

Y es que, en mi condición de Asistente en Función Fiscal, pude 
avizorar cómo el titular del ejercicio de la acción penal pública solía 
proceder ante la formulación de su requerimiento de incorporación 
de la persona jurídica, incluso desde antes de su presentación, 
advirtiendo así no solo un enfoque marcadamente pragmático de 
su parte en la aplicación de las normas procesales que regulan 
dicha figura, sino que también cómo dicha actuación se encontraba 
reforzada por factores que excedían el ámbito estrictamente 
competencial del Ministerio Público, tales como, la incidencia de la 
criminalidad organizada y la elevada carga procesal que afrontan 
los despachos fiscales.  

Así pues, es evidente que, dentro de la finalidad del presente 
trabajo, está el analizar de una manera crítica la incorporación de 
la persona jurídica dentro del proceso penal, de tal forma que, con 
ella, se logre identificar si el tratamiento que se le está dando a 
cada uno de los presupuestos formales que establece la ley 
procesal resulta suficiente a la luz de los derechos y garantías que 
le asisten a la persona jurídica o si, por el contrario, los efectos de 
este enfoque casi automático y formalista resultan ser 
contraproducentes a la propia naturaleza excepcional que debe 
caracterizar a dicha figura procesal. 

Finalmente, de manera más específica, es preciso señalar que el 
presente trabajo de suficiencia profesional persigue, entre otros 
objetivos, analizar el uso del criterio de “peligrosidad objetiva” en 
los requerimientos fiscales de incorporación de personas jurídicas, 
con la finalidad de determinar si dicho elemento constituye un 
presupuesto material reconocido por el artículo 91.1 del Código 
Procesal Penal o si, por el contrario, responde a una construcción 
interpretativa utilizada en la práctica fiscal. Asimismo, se busca 
examinar el alcance del presupuesto referido a la eventual 
aplicación de consecuencias accesorias en la incorporación de la 
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persona jurídica al proceso penal, a efectos de establecer si dicho 
elemento constituye un requisito implícito que justifique su 
participación en el proceso conforme a lo dispuesto en el artículo 
91.1 del Código Procesal Penal. 

 

4.5. Metodología y procedimientos 

 

La metodología que se ha utilizado en el presente trabajo de 
suficiencia profesional es de tipo descriptivo, por cuanto, se ha 
procedido a exponer el marco normativo que regula la 
incorporación de la persona jurídica como sujeto pasivo imputado 
dentro del proceso penal (artículos 90 y 91 del Código Procesal 
Penal). Así también, se utilizó un método analítico con un enfoque 
crítico, toda vez que se examinó los presupuestos legales 
establecidos en el artículo 91.1 del CPP, evaluando así su 
aplicación práctica por parte de los sujetos procesales y 
proponiendo, a su vez, criterios interpretativos orientados a superar 
el tratamiento meramente formalista que se les ha brindado 
durante todo este tiempo. 

Pues, conforme se pudo advertir del caso que nos ocupa, la 
actuación de cada una de las partes que intervinieron en el referido 
incidente judicial estuvo colmado de una fundamentación bastante 
escueta y débil, limitándose únicamente a postular la concurrencia 
de los requisitos legales, sin tener en cuenta la verdadera esencia 
de dicha figura procesal. En ese contexto, al advertirse dicha 
práctica inadecuada, se procedió a analizar los factores 
circunstanciales e institucionales que incidieron en que el Ministerio 
Público haya adoptado un examen de esa naturaleza, lo cual 
además se ha visto reforzado por el análisis posterior similar que 
realizan los órganos jurisdiccionales.  

 

4.6. Resultados de la actividad  

 

Conforme se ha desarrollado a lo largo del presente trabajo de 
suficiencia profesional, el tema objeto de análisis y que ha sido 
abordado a partir de mi intervención a nivel laboral en la Carpeta 
Fiscal N° 01-2018 (Exp. Judicial N° 09-2020-16), se refiere a la 
incorporación de la persona jurídica al proceso penal y el análisis 
de los presupuestos necesarios para su debida inclusión en calidad 
de sujeto imputado. En tal sentido, es pertinente señalar que, como 
resultado del estudio y de la experiencia profesional desarrollada 
en el referido caso, se ha obtenido lo siguiente:  
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Primero, la incorporación de la persona jurídica al proceso penal 
constituye un mecanismo procesal que se encuentra regulado en 
los artículos 90 al 93 del Código Procesal Penal, siendo que, en el 
artículo 91.1 del referido cuerpo normativo, se establece los 
presupuestos que deben verificarse para que el órgano 
jurisdiccional disponga su incorporación al proceso penal como 
sujeto pasivo imputado. 

Así, el legislador ha señalado que son cuatro los requisitos o 
presupuestos formales para solicitar la incorporación de la persona 
jurídica al proceso penal, tales como, los datos de identificación, su 
domicilio, la relación sucinta de los hechos en que se funda el 
petitorio y la fundamentación legal correspondiente.  

Ahora bien, desde una perspectiva sistemática, se ha podido 
arribar a la conclusión de que dichos presupuestos no pueden ser 
entendidos como meras formalidades procesales, sino como 
condiciones materiales cuya verificación resulta necesaria para 
justificar la intervención de la persona jurídica dentro del proceso 
penal.  

En ese sentido, la incorporación exige que el Ministerio Público 
exponga de manera razonada la existencia de una vinculación 
entre la persona jurídica y el hecho investigado, pero además que 
considere otros elementos que resultan fundamentales, tales como 
la denominada peligrosidad objetiva que representa la persona 
jurídica; así como la posibilidad real de que exista una aplicación 
potencial de que puedan imponerse consecuencias accesorias a la 
entidad. 

De modo que, está claro que deberá evaluarse necesariamente el 
elemento de la peligrosidad objetiva que la persona jurídica 
representa, entendido como aquel fundamento material que 
justifica su incorporación al proceso penal y que permite determinar 
si, más allá de las apariencias formales, existe un riesgo real de 
reiteración delictiva, continuidad en la actividad ilícita o 
instrumentalización de la organización para fines ilícitos.  

Un pronunciamiento que se alinea con la postura asumida en el 
presente trabajo, es la Casación N° 2353-2021/AYACUCHO, de 
fecha 27 de enero de 2021, a través de la cual la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema estableció, de manera acertada, 
que la incorporación de las personas jurídicas al proceso penal no 
se agota con el cumplimiento de los requisitos previstos en los 
artículos 90 y 91 del Código Procesal Penal, sino que exige, 
además, la observancia de los criterios establecidos en el Acuerdo 
Plenario N° 07-2009/CJ-116, específicamente, lo referido a la 
exigencia de que el Ministerio Público formule como hipótesis de 
imputación la peligrosidad objetiva del ente colectivo.  
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Por tanto, no resulta atendible que se requiera este elemento solo 
cuando se pretenda imponer sanciones penales en su contra, pues 
el pedido de incorporación de por sí ya implica una extensión de 
los efectos del proceso penal al ente colectivo, convirtiéndola en un 
sujeto procesal más que verá afectado varios de sus derechos 
fundamentales producto de su nueva condición. 

De modo que, es evidente que la incorporación de una persona 
jurídica constituye una medida procesal que afecta derechos 
fundamentales, tales como la libertad de empresa (art. 59 de la 
Constitución), el derecho al honor y buena reputación (art. 2 inc. 7), 
y el debido proceso (art. 139 inc. 3). Al tratarse de una medida que 
genera consecuencias jurídicas relevantes —como la sujeción a un 
proceso penal, la exposición a sanciones graves y la 
estigmatización reputacional— su adopción también debería 
cumplir con los principios de razonabilidad, proporcionalidad, 
interdicción de la arbitrariedad y motivación suficiente, todos ellos 
de raíz constitucional. 

En ese sentido, los requisitos formales del artículo 91 del CPP 
constituyen condiciones mínimas, pero no agotan el estándar 
constitucional necesario para justificar la incorporación de una 
persona jurídica, el cual, por el contrario, sí debería exigir verificar 
un elemento material adicional: la existencia de una peligrosidad 
objetiva, entendida como la presencia de riesgos razonablemente 
acreditados de que la entidad ha sido utilizada para la comisión del 
delito, o que su estructura organizativa podría favorecer la 
reiteración o continuidad de actividades ilícitas.  

Seguidamente, con relación a la aplicación potencial de las 
consecuencias accesorias a la persona jurídica, se advierte que 
este elemento se desprende naturalmente de la propia redacción 
del artículo 90 del CPP, en cuyo texto se señala que uno de los 
presupuestos esenciales que se exige para el emplazamiento e 
incorporación de la persona jurídica al proceso penal es la 
aplicación futura de cualquiera de las consecuencias accesorias en 
su contra. 

Así pues, de la redacción del propio artículo, se advierte lo 
siguiente:  

“Artículo 90. Incorporación al proceso 

Las personas jurídicas, siempre que sean pasibles de 

imponérseles las medidas previstas en los artículos 104° 

y 105° del Código Penal, deberán ser emplazadas e 

incorporadas en el proceso, a instancia del Fiscal”. 
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En pocas palabras, se entiende que la finalidad de la incorporación 
de la persona jurídica sería justamente que se le aplique en un 
futuro las denominadas consecuencias accesorias. 

En igual sentido, la Corte Suprema a través del Acuerdo Plenario 
N° 7-2009/CJ-116 ha respaldado esta interpretación, al sostener 
que el legislador habría establecido una especie de condición 
implícita en dicho enunciado, ya que para emplazar e incorporar a 
una persona jurídica al proceso, esta deberá ser pasible de que se 
le imponga cualquiera de las medidas previstas en los artículos 104 
y 105 del CP, conforme se advierte a continuación:  

 

“A. El artículo 90° NCPP identifica a las personas jurídicas 
que pueden ser partes procesales y objeto de 

emplazamiento por la autoridad judicial. En él se fijan los 

presupuestos necesarios para el emplazamiento y la 

incorporación formal de una persona jurídica en un proceso 

penal. Al respecto, el presupuesto esencial que 

exige dicha norma se refiere a la aplicación 

potencial sobre el ente colectivo de alguna de 

las consecuencias accesorias que contemplan 

los artículos 104 y 105 CP. (…)” 

 
Con todo lo señalado, se advirtió que, si bien nuestro Código 
Procesal Penal no señala de manera expresa todos los 
presupuestos materiales que se requieren para la incorporación de 
la persona jurídica al proceso penal, la doctrina y jurisprudencia 
coincide en que no basta con la mera imputación formal, sino que 
debe concurrir la potencial aplicación de las consecuencias 
accesorias como un presupuesto esencial para que la autoridad 
jurisdiccional la incorpore al proceso penal. 

De modo que, es evidente que el Fiscal, al requerir la incorporación 
de la persona jurídica, debe demostrar indicios claros de que existe 
la potencial aplicación de consecuencias accesorias, vinculando 
así hechos concretos con la posible imposición de consecuencias 
accesorias. 

Si bien no se exige una certeza absoluta de que se impondrá una 
consecuencia accesoria en contra de la persona jurídica, sí debe 
existir una verosimilitud o, en otras palabras, una vinculación 
funcional entre el delito y la persona jurídica, que de manera 
razonable nos conduzca a una posibilidad real de dicha 
peligrosidad.   
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Así pues, el magistrado Richard Concepción Carhuancho16 ha 
señalado que, “para que pueda darse la aplicación potencial de una 
consecuencia accesoria aplicable a una persona jurídica, se exige 
como premisas que exista sospecha reveladora sobre el delito y su 
vinculación con la persona jurídica (en el sentido que ésta haya 
sido instrumentalizada para la realización, favorecimiento o 
encubrimiento de dicho delito)”.  

En consecuencia, no basta con que la Fiscalía alegue el 
cumplimiento de la relación sucinta de los hechos o también 
denominada “cadena de atribución” como uno más de los 
requisitos formales que exige la ley, si esta no es desarrollada 
adecuadamente, y conforme al grado de sospecha que se requiere 
para dicha etapa del proceso. 

Pues, de cara a su aplicación práctica, se vislumbra cómo la 
Fiscalía únicamente se ha limitado a realizar un resumen de los 
hechos descritos en la disposición de formalización de 
investigación preparatoria para sustentar el cumplimiento del 
referido presupuesto, mas es evidente que dicha acción no 
asegura un desarrollo de la vinculación efectiva que debe existir 
entre la persona jurídica y el delito investigado. 

La Corte Suprema en el Acuerdo Plenario N° 07-2009/CJ-116 del 
13 de noviembre del 2009, en su fundamento jurídico décimo 
cuarto, señaló que, para que el Juez imponga las denominadas 
consecuencias accesorias, debe verificarse cuando menos lo 
siguiente: a) Que se haya cometido un hecho punible o delito, b) 
Que la persona jurídica haya servido para la realización, 
favorecimiento o encubrimiento del delito y c) Que se haya 
condenado penalmente al autor, físico y especifico del delito.  

En ese entendido, tratándose de la incorporación de la persona 
jurídica al proceso penal, bastaría con la concurrencia de los dos 
primeros requisitos en un plano meramente potencial, a fin de que 
pueda configurarse la posibilidad de una eventual o futura 
aplicación de una consecuencia accesoria.      

No obstante, debe quedar claramente establecido que, la 
explicación o el sustento que se brinde respecto de dicho 
presupuesto no puede ser meramente elemental ni limitarse a una 
simple reiteración o síntesis de los hechos ya consignados en 
disposiciones fiscales anteriores; por el contrario, lo que se exige 
es la existencia de una sospecha reveladora debidamente 
motivada sobre la cadena de atribución, pues solo en ese 

 
16 CONCEPCION CARHUANCHO, Richard Augusto. Incorporación de personas jurídicas al proceso 

penal. Revista de Ciencias Sociales y Sostenibilidad, 2021, vol. 1, no 1, p. 7. 
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escenario podrá sostenerse la existencia de una aplicación 
potencial de la consecuencia accesoria.      

En base a todo lo expuesto, se concluye que una interpretación 
constitucionalmente adecuada del artículo 91.1 del Código 
Procesal Penal obliga a concluir que la incorporación de una 
persona jurídica no puede sustentarse únicamente en la 
verificación mecánica de los presupuestos formales, sino que 
requiere una valoración sustantiva que legitime la intervención 
punitiva del Estado y respete el carácter garantista del proceso 
penal. 

La incorporación de la persona jurídica no puede sustentarse 
únicamente en afirmaciones genéricas o en la simple mención de 
los presupuestos previstos por la norma, sino que requiere un 
análisis material y debidamente motivado por parte del Ministerio 
Público y del órgano jurisdiccional. De lo contrario, se corre el 
riesgo de convertir esta institución en un acto de carácter 
automático, desnaturalizando su finalidad procesal y afectando las 
garantías que también asisten a las personas jurídicas dentro del 
proceso penal. 

En consecuencia, la postura que se sostiene en el presente trabajo, 
a partir de los resultados obtenidos del estudio del caso fiscal 
analizado, es que la aplicación del artículo 91.1 del Código 
Procesal Penal del Perú debe realizarse bajo un estándar de 
verificación material de sus presupuestos, lo que implica que el 
requerimiento fiscal de incorporación de la persona jurídica no 
puede limitarse a una invocación meramente formal de la norma, 
sino que debe contener una fundamentación concreta y suficiente 
que permita advertir la existencia de una relación relevante entre la 
persona jurídica y el hecho investigado. Asimismo, dicha 
fundamentación debe evidenciar la posibilidad real de una eventual 
imposición de consecuencias accesorias, así como la presencia de 
una peligrosidad objetiva atribuible a la entidad, elementos que 
justifican su intervención dentro del proceso penal.  

Adicionalmente a todo lo expuesto, no puede dejarse de lado los 
siguientes resultados obtenidos más bien a partir de la observación 
y análisis de la problemática en cuestión, y que se relacionan 
principalmente con el contexto institucional en el que opera el 
Ministerio Publico y con las condiciones estructurales que han 
influido de manera significativa en el tratamiento y aplicación de la 
figura procesal objeto de estudio. Entre los principales hallazgos, 
se pueden identificar a los siguientes:  

 
1. La elevada carga procesal con la que cuenta la Fiscalía 

Especializada de Delitos de Corrupción de Funcionarios del 
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Equipo Especial, constituye un problema estructural grave, el 
cual dificulta de manera significativa que el Representante del 
Ministerio Público pueda destinar un tiempo razonable y 
suficiente para evaluar, con el debido rigor, si resulta 
jurídicamente procedente o no la incorporación de la persona 
jurídica al proceso penal en calidad de sujeto pasivo imputado. 
  

2. La insuficiencia de personal fiscal al interior del Equipo 
Especial, sumado a las constantes renuncias de los asistentes 
administrativos y en función fiscal, se erige como uno más de 
los problemas estructurales a los cuales se enfrenta el 
Ministerio Público hasta la actualidad, pues la prolongada falta 
de recursos humanos ha generado que la actuación fiscal se 
vea limitada a un análisis meramente formal al momento de 
decidir la incorporación de la persona jurídica al proceso penal, 
en la medida en que la sobrecarga laboral obliga al Fiscal a 
priorizar aquellos asuntos que demandan una respuesta 
inmediata frente a la criminalidad (formular los requerimientos 
de medidas de coerción real y personal, entre otros), 
reduciendo el tiempo que se debería dedicar a realizar un 
análisis material de los presupuestos establecidos en el artículo 
91.1 del CPP.  
 

3. La investigación y procesamiento de casos complejos de 
corrupción y crimen organizado dificultan aún más las tareas 
del Representante del Ministerio Público, quién, para el análisis 
de la incorporación de la persona jurídica, deberá tener en 
cuenta, no solo los hechos que delimitan el objeto de 
investigación, el cual, está conformado a su vez por diversos 
fácticos debido a la complejidad que representan, sino que 
además deberá encontrarse en condiciones de verificar de 
manera suficiente y razonada la existencia de una vinculación 
relevante entre la persona jurídica y el hecho investigado. 
 

4. La externalización del control material hacia el órgano 
jurisdiccional se ha convertido en una práctica recurrente del 
Ministerio Público cuando de formular su pedido de 
incorporación  de la persona jurídica se trata, trasladando así al 
Juez la verificación sustantiva de los presupuestos legales y, en 
consecuencia, reduciendo su decisión a un acto de carácter 
casi automático, bajo la premisa de que tal incorporación no 
generaría un gravamen irreparable en la persona jurídica y que 
el artículo 91.1 del CPP constituye una norma de habilitación 
procesal, mas no de valoración sustantiva, desnaturalizando 
con ello su rol de Fiscal como primer garante de la legalidad. 
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V. CONCLUSIONES 
 

1. La figura de la incorporación de la persona jurídica al proceso penal ha 
sido escasamente abordado por la doctrina del derecho procesal penal 
peruano, en la medida en que, la mayoría de los profesionales del derecho 
ha centrado su atención principalmente en el debate dogmático de la 
denominada responsabilidad administrativa de las personas jurídicas (Ley 
30424), dejándose así de lado el estudio de sus aspectos procesales, los 
cuales resultan igual de relevantes a efectos de asegurar una correcta y 
debida incorporación de la persona jurídica al proceso penal. 
 

2. El Ministerio Público ha incurrido en una práctica inadecuada al formular 
su requerimiento de incorporación de la persona jurídica al proceso penal, 
por cuanto, ha limitado su actuación a una mera postulación de los 
requisitos formales que se establecen en el artículo 91.1 del Código 
Procesal Penal, omitiendo  realizar el análisis sustancial que exige dicha 
solicitud conforme se desprende del artículo 90 del mismo cuerpo 
normativo, así como la necesaria postulación de la denominada 
peligrosidad objetiva de la persona jurídica a modo de hipótesis de su 
imputación fiscal.   
 

3. A través de los pronunciamientos judiciales, se puede advertir que la gran 
mayoría de los magistrados simplemente se decantan por declarar 
fundado las incorporaciones de las personas jurídicas que solicita la 
Fiscalía, sin mayor exigencia, que realizar la mecánica tarea de verificar 
la concurrencia de los requisitos establecidos en el artículo 91.1 del CPP, 
ello debido a la forma en cómo se encuentra regulada dicha figura 
procesal en nuestro ordenamiento jurídico, así como a la interpretación 
formalista que ha venido adoptando al igual que el Ministerio Público, todo 
con el fin de que el Estado no quede desprotegido más adelante en caso 
opte por solicitar la imposición de consecuencias accesorias en su contra.  
 

4. No resulta suficiente con postular la concurrencia de los presupuestos 
legales establecidos en los artículos 90 y 91 del Código Procesal Penal 
para decidir la incorporación de la persona jurídica al proceso penal, pues 
adicionalmente, deberá exigirse el requisito material de la aplicación 
potencial de las consecuencias accesorias, en el entendido de que la 
Fiscalía deberá sustentar la vinculación efectiva entre el delito investigado 
y la persona jurídica bajo un grado de sospecha reveladora, así como la 
denominada peligrosidad objetiva, la cual permitirá verificar si es que 
efectivamente el ente colectivo en su funcionamiento, estructura 
organizativa o dinámica operativa habría permitido o facilitado la comisión 
del hecho punible. 
 

5. La incorporación de la persona jurídica al proceso penal implica una 
extensión de los efectos del proceso penal al ente colectivo, de modo que, 
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a partir de dicho momento, esta pasa a ostentar la condición de imputada, 
debiéndosele garantizar el ejercicio de todos los derechos y garantías que 
le son reconocidos a los demás sujetos procesales; no obstante, es 
evidente que, dicha decisión, también puede generar una afectación 
relevante a determinados derechos fundamentales de la persona jurídica, 
tales como, el derecho a la libertad de empresa, el derecho al honor y a 
la buena reputación, entre otros; en la medida en que su inclusión como 
imputada dentro del proceso penal puede dar lugar, eventualmente, a la 
imposición de consecuencias jurídicas de significativa relevancia en su 
contra. 
 

6. El Ministerio Público viene afrontando una serie de deficiencias y 
dificultades a nivel de institución pública, que muchas veces se erigen 
como la causa de que su actuación fiscal se vea limitada a ciertas 
prácticas fiscales inadecuadas y es que, la elevada carga procesal con la 
que cuentan los despachos fiscales del Equipo Especial, sumado a la 
presión institucional por responder eficazmente a los fenómenos de 
criminalidad compleja, han propiciado una praxis investigativa orientada a 
la incorporación expansiva y casi automática de las personas jurídicas, 
aun cuando no se desarrollen adecuadamente los presupuestos 
materiales que justificarían su presencia en el proceso penal, de modo 
que, bajo tales circunstancias (sobrecarga procesal, presión por 
resultados, falta de personal fiscal, etc.) se hace prácticamente imposible 
para el titular de la acción penal pública que pueda realizar una 
argumentación sustancial de dicha figura procesal en función de cada 
caso en concreto, respetando así su propia naturaleza y los fines que esta 
persigue. 
 

VI. RECOMENDACIONES 
 

Tras la culminación del presente trabajo, procedo a formular las siguientes 
recomendaciones:  

• Desde una perspectiva normativa, resulta necesario que el 
legislador proceda a realizar algunas modificaciones y/o 
precisiones a los artículos 90 y 91 del Código Procesal Penal, 
particularmente en lo referido a los presupuestos formales y 
materiales que se exigen para la incorporación de la persona 
jurídica al proceso penal, a fin de dotar a dichas disposiciones 
de una redacción más clara y precisa respecto de los requisitos 
que deberá contener el requerimiento fiscal, para lo cual deberá 
contemplarse de manera expresa la aplicación potencial de las 
consecuencias accesorias, así como la evaluación de la 
peligrosidad objetiva que representa la persona jurídica.   
 



 
 
 

 
 

58 

• Desde una perspectiva jurisprudencial, resulta necesario que se 
establezca un criterio uniforme de interpretación respecto de los 
presupuestos que se exigen para la incorporación de la persona 
jurídica al proceso penal, a fin de evitar la disparidad de 
opiniones entre las Corte Superiores de Justicia, y contar con 
una regla clara que oriente tanto la formulación del 
requerimiento fiscal por parte del Ministerio Público como la 
verificación de dicha solicitud a cargo de los órganos 
jurisdiccionales.  

 
• Desde una perspectiva institucional, es importante que el 

Ministerio Público pueda superar todas aquellas deficiencias y 
dificultades que le impiden realizar una adecuada actuación al 
momento de solicitar la incorporación de la persona jurídica al 
proceso penal, para lo cual será necesario una reducción de la 
carga procesal y el fortalecimiento del personal fiscal y 
administrativo, pues solo de esa forma,  se encontrará en 
condiciones de realizar un análisis sustancial y efectivo de dicha 
figura procesal, atendiendo a las particularidades de cada caso 
concreto.  
 

• Desde una perspectiva social, resulta importante tener en 
cuenta que, si bien la ola de criminalidad económica y 
organizada es alta en nuestro país, ello no puede constituir una 
justificación para que los operadores de justicia y el titular de la 
acción penal pública conciban a la incorporación de la persona 
jurídica como una respuesta meramente simbólica frente a 
dicho escenario y así evitar cuestionamientos públicos sobre 
una supuesta protección a las empresas, de modo que, tanto 
los sujetos procesales como la ciudadanía en general deben 
dejar de lado dicha mirada de carácter político que excede los 
límites del análisis jurídico requerido y reconocer a la persona 
jurídica como un sujeto neutral dotado de derechos y garantías, 
cuya incorporación al proceso penal debe ser excepcional y 
decidida acorde a las características concretas del caso.  
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VIII. ANEXOS 
 

1. Requerimiento de incorporación de las personas jurídicas Westfield 
Capital Limited y First Capital Inversiones y Asesorías Limitada como 
sujetos investigados, de fecha 14 de diciembre de 2020, formulado por el 
Cuarto Despacho del Equipo Especial de la Fiscalía Supraprovincial 
Corporativa Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios de 
Lima. 
 

2. Escritos presentados por las defensas técnicas de las empresas Westfield 
Capital Limited y First Capital Inversiones y Asesorías Limitada, a través 
de los cuales absuelven traslado del requerimiento de incorporación 
presentado por la Fiscalía. 
 

3. Diapositivas utilizadas para la audiencia de incorporación de las personas 
jurídicas Westfield Capital Limited y First Capital Inversiones y Asesorías 
Limitada como sujetos investigados al proceso penal, convocada por el 
Primer Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional recaído en el 
Expediente Judicial Nº 09-2020-16.  
 

4. Resolución Nº 13 de fecha 05 de marzo de 2021, emitido por el Primer 
Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional Permanente 
Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios. 
 

5. Escritos de las defensas técnicas Westfield Capital Limited y First Capital 
Inversiones y Asesorías Limitada, interponiendo recurso de apelación en 
contra de la Resolución N° 13. 
 

6. Resolución Nº 6 de fecha 9 de noviembre de 2021, emitido por la Tercera 
Sala Penal de Apelaciones Nacional de la Corte Superior Nacional de 
Justicia Penal Especializada.    
 

7. Imágenes de la cantidad de tomos con los que cuenta la Carpeta Fiscal 
N° 01-2018, así como del contexto en que se labora dentro del Cuarto 
Despacho de la Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada en 
Delitos de Corrupción de Funcionarios - Equipo Especial. 
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